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1. CONTEXTO

La nueva forma de administración de justicia que existe desde el año 2000, fue concebida para satisfacer de manera gradual estándares de rendimiento de excelencia
, dado que la ciudadanía esperaba contar con un sistema de justicia penal eficaz y eficiente, que permitiera responder adecuadamente a la multiplicidad de requerimientos jurídicos y sociales existentes.
En este marco, el Ministerio Público se ha puesto como desafío permanente,  evaluar y mejorar de manera sistemática la gestión jurídica y administrativa, de cara a las expectativas ciudadanas, pero siempre buscando un justo equilibrio con la disponibilidad de recursos con que cuenta la Institución. En este sentido, esta nueva administración está llevando a cabo un proceso de consolidación  de formas de trabajo, que permitan dar una solución oportuna a los diversos conflictos penales, pero sin dejar de lado la entrega de información y atención de calidad a los usuarios del sistema. 

1.1 Prevención del delito y reducción de la criminalidad

La labor del Ministerio Público no se agota sólo en la persecución penal. Por el contrario, el Ministerio Público debe colaborar y trabajar más estrechamente en la definición de políticas públicas orientadas al diagnóstico del delito y a la prevención del crimen, potenciando la utilización de toda la información recabada durante la tramitación de las investigaciones criminales. 

Por otra parte, tenemos que abordar la problemática asociada a los delitos complejos y de alta complejidad. Conforme a ello, y en el contexto de las políticas de Estado, se debe hacer frente al fenómeno del narcotráfico, lavado de dinero y a la criminalidad organizada
 en general. Para alcanzar este objetivo, es fundamental acentuar la relación de las fiscalías con las policías y la ciudadanía. En este sentido el Ministerio Público, no sólo debe ser capaz de detectar las organizaciones que dan inicio al ciclo delictivo, sino que también desarticular bandas que se encuentran en los últimos eslabones de la cadena delictiva. Para ello –como la práctica lo ha demostrado
- se debe focalizar en la persecución penal, utilizando todas las herramientas que la legislación proporciona.

En resumen, el Ministerio Público, está asumiendo más decididamente el desafío de intensificar la persecución penal para que, de esta forma, se logren disminuir las tasas de criminalidad. 
1.2 Persecución Penal 

En el marco del “Plan Estratégico del Ministerio Público”, elaborado durante el año 2008, se consideró como uno de los ejes centrales de la actividad institucional, la profundización de la persecución penal. En este sentido, entendemos que dicha definición conlleva trabajar con mayor intensidad las investigaciones y hacerlo por vías administrativas diferenciadas, por una parte, los delitos de menor complejidad y mayor volumen (robos, hurtos, lesiones) y por otra, los delitos de mayor complejidad (crimen organizado, corrupción y trata de personas).

En este marco, el Ministerio Público ha realizado y realizará todos los esfuerzos administrativos y de gestión interna para promover una persecución penal eficaz respecto de todos los delitos que son de su competencia, con particular énfasis en los de mayor connotación social y la criminalidad compleja, pero siempre haciendo un uso racional de las herramientas jurídicas que establece la Ley. 

1.3 Ministerio Público y Sistema Penal 

El rol persecutor del Ministerio Público, es una parte más del sistema penal. Por lo tanto, se deben realizar múltiples relaciones de colaboración y complementariedad con otras instituciones. 

En términos generales el sistema penal está integrado por:   
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Causas UNAC

1.0871.3631.588

Causas ULDDECO

43.18257.45870.444

Total de Causas Ingresadas 44.26958.82172.032

Incremento N° de Causas 14.55213.211

Tasa de Crecimiento 33%22%
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1Selección y capacitación gl250.0006616.500.000

2Posicionamiento ,Imagen corporativa gl18.000.000118.000.000

8Software / Central Telefónica gl50.600.000150.600.000

Mobiliario unid800.0007056.000.000

Habilitación enlace 2.200.00012.200.000

Habilitación oficinas m288.00045039.600.000

Total / Anual ******182.900.000

Nº Ítem

Unidad  

(año)

Valor Unitario Anual 

($)CantidadCosto Total ($)

1Llamadas Recibidas Año (Call) 50.808.000

2Llamadas Realizadas Año (Contact) 144.980.000

7Arriendo Oficinas e instalaciones m2118.800,0045053.460.000

Mantención licencias unid10.120.000110.120.000

Costo enlace 10.560.000110.560.000

Arriendo de máquinas y equipos unid132.000709.240.000

9Gastos Generales Servicios básicos pp480.0007033.600.000

10Arriendo anual Plataforma PC's Unid528.0007036.960.000

Guardias + aseo 34.560.000134.560.000

Total / Anual ******384.288.000

Uf/m2 arriendo  0,45

UF 22000

NOTA:

 En arriendo de PC se incorpora el cintillo de atención.

INVERSIÓN (GASTOS POR UNA VEZ)

GASTO POR OPERACIÓN PERMANENTE

VER ANEXO TRÁFICO

Prevención        Persecución Penal         Actividad Judicial          Ejecución de penas        
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Call-Contact-Center (C3) 585.443384.288969.731182.9001.152.631
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             Reinserción  
La actividad del ente persecutor se vincula fuertemente con los demás subsistemas, por ejemplo, el Fiscal Nacional en su cuenta anual puede sugerir políticas públicas y modificaciones legales orientadas al mejoramiento del sistema penal
 y la normativa vigente considera a esta Institución como interviniente durante la ejecución de la pena.

Es decir, el Ministerio Público, tiene un activo rol en el éxito operativo del sistema penal considerado en su conjunto, sin perjuicio que el eje central de la actividad institucional es la persecución penal.

1.4 Necesidad de Fortalecimiento

Mantener niveles de excelencia en la gestión jurídica y administrativa, que permitan evitar que la gestión del sistema de justicia criminal sea superada por el ingreso de casos y, conjuntamente, profundizar la persecución penal de los delitos, además de reducir la brecha entre las expectativas de atención de la comunidad y la información que efectivamente reciben; representan y constituyen el fundamento básico de la necesidad de fortalecer la consolidación del Ministerio Público. 
2. PROBLEMÁTICA GENERAL
La Ley Orgánica Constitucional Ministerio Público data del año 1999. A partir de esa fecha nace esta Institución, que constituye una pieza fundamental dentro del Sistema Penal Chileno. Para definir la dotación de este órgano (que se encuentra legalmente contemplada en la norma en análisis) se recurrió a una serie de estudios externos que primordialmente efectuaron un análisis teórico y comparado con distintas realidades internacionales, atendido que la Reforma Procesal Penal no registraba precedentes en nuestro país. Conforme a los referidos estudios, se generó una dotación de personal que, una vez iniciada la aplicación de esta reforma, fue a todas luces lejana a la realidad. Ingresos significativamente superiores a lo esperado, complejidades en la gestión jurídica y administrativa que no se vislumbraron, modificaciones legales
 que incrementaron la cantidad de ilícitos que competen al Ministerio Público, son sólo algunas de los numerosas condiciones que inciden directamente en la capacidad de esta Institución para cumplir con su mandato Constitucional. 

Sin embargo, y a diez años de la creación de este nuevo Órgano Persecutor, podemos apreciar que contamos con una Reforma Procesal Penal valorada no sólo a nivel nacional, sino también en el plano internacional. Una evaluación positiva de este sistema, es que ha sido capaz de generar los niveles de confianza ciudadanos, adecuados, que contribuyen a mantener un equilibrio económico y político del país. Conforme a ello, el rol que desempeña el Ministerio Público es trascendental, pues es precisamente la Institución que recaba las probanzas necesarias –gracias a su coordinación con las Policías- para imputar el ilícito a una persona determinada y, sobre la base de tales antecedentes, formular las solicitudes ante los Tribunales de Justicia. 
No obstante lo anterior, el posicionamiento gradual que el Ministerio Público ha logrado, no ha estado ajeno al desgaste de sus funcionarios y fiscales, dada las apremiantes cargas de trabajo y largas jornadas laborales, que si bien resultaron aceptables en un comienzo atendido el desafío y juventud de esta Institución, actualmente están llegando a niveles difíciles y riesgosos de manejar.

En atención a todos los antecedentes referidos, es que las máximas autoridades del Ministerio Público se hacen cargo de esta problemática, proponiendo un Plan de Fortalecimiento Institucional de mediano plazo, que busca compatibilizar una dotación adecuada para hacer frente a cargas de trabajo que se incrementan constantemente (debido a los ingresos delictuales y a modificaciones legales), bajo esquemas de gestión más eficientes y proyectos innovadores que puedan darle sustentabilidad e impulso a los fiscales y funcionarios del Ministerio Público. 

En este contexto, y con el afán de ser propositivos frente a la problemática actual, el Ministerio Público  diseñó un conjunto de proyectos, a los cuales denominó “Plan de Fortalecimiento”, que incorporan un ajuste estructural, de gestión administrativa y  de dotación ad-hoc para el actual nivel de ingreso y complejidad de los casos que se investigan. Sin perjuicio de lo señalado, y dado que este órgano persecutor ha alcanzado el punto de máximo rendimiento
, lo más probable es que tengamos una merma en la eficiencia y efectividad en la tramitación de los casos, la cual afectará no sólo el desempeño del Ministerio Público, sino que también la imagen del Sistema Penal en su conjunto, puesto que si no contamos con un Ministerio Público eficiente, y con una dirección adecuada de las investigaciones criminales, no será posible recabar las probanzas necesarias para aplicar las medidas cautelares (por ej.: prisión preventiva) o condenas a quien corresponda o lograr términos que efectivamente den solución al conflicto penal que se suscita ante la comisión de un ilícito, favoreciendo la impunidad y perjudicando gravemente la seguridad ciudadana, con los enormes costos sociales, institucionales y, eventualmente, gubernamentales que ello conllevaría.

3. PLAN DE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL 
En noviembre del 2008, se formuló una primera versión del “Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público”, con el objeto, como se esbozó, de dar una respuesta adecuada a la actual problemática de la sobrecarga de trabajo, y con ello aminorar el potencial riesgo de saturación que pudiese reflejarse en la gestión del sistema procesal penal, producto del incremento sostenido en el ingreso de casos
. Asimismo, esta iniciativa buscaba  profundizar y mejorar gradualmente los niveles de excelencia en la gestión jurídica y administrativa del Ministerio Público, con sus respectivas consecuencias en el sistema de enjuiciamiento criminal.
A la luz de lo anterior, se ha desarrollado una línea de trabajo conjunta entre el Ministerio Público y el Ministerio de Justicia, a objeto de arribar a una versión “Proyecto de Fortalecimiento” ajustada por efectos de la inclusión y sensibilización de variables de diseño más robustas.

En particular, el resultado de lo expresado en el párrafo anterior dice relación con la determinación del déficit actual de fiscales y funcionarios, sobre la base de estadísticas reales, más la utilización de un modelo matemático desarrollado por la Universidad Católica de Valparaíso. Cabe destacar que estos análisis se enmarcan en las políticas de maximizar la eficacia y eficiencia de la gestión institucional, y por ende de los recursos involucrados, declarada formalmente en el Plan Estratégico del Ministerio Público 2009-2015. Además, se ha considerado que el mecanismo más eficiente para la distribución de los recursos que cubrirán el déficit de dotación, consiste en la implementación de 5 proyectos específicos, todos ellos orientados a fortalecer áreas críticas de cara a los resultados de la persecución penal.

A continuación se detalla el déficit de dotación y los proyectos de asignación eficiente de los recursos provenientes de cubrir el déficit:

3.1 Déficit actual de dotación 

Según se ha señalado, para cumplir con el mandato constitucional y legal impuesto sobre el Ministerio Público, la actual administración estima necesario realizar un ajuste institucional que considere, a lo menos, los siguientes elementos:

· Evidencia empírica respecto de los ingresos de causas al sistema de justicia criminal.

· Actuales deficiencias y  brechas de recursos respecto de la demanda por justicia
· Efectos de los altos niveles de carga de trabajo.
· Mejoras en los mecanismos que permitan involucrar a las víctimas y testigos en el proceso penal, atendida su relevancia en el éxito del mismo.
· Asignación eficiente de recursos.
Conforme a lo anterior, y en función de los ingresos reales hasta mayo de 2009, se determinó una estimación de ingresos de causas para los años 2009 y 2010, variable que permitió determinar la existencia de un déficit actual de 959 funcionarios, de los cuales 151 corresponden a fiscales y los 808 restantes corresponden a personal de apoyo.

A continuación se detallan los antecedentes que permiten sostener lo aludido en el párrafo anterior.

3.1.1 Estimación del ingreso de causas para el año 2010 

Para el año 2008, el Ministerio Público tuvo un ingreso de 1.213.797 causas. Asimismo, la evolución del ingreso de causas en los últimos años, presenta un incremento real cercano al 13% anual, vale decir, un aumento de aproximadamente 135.000 nuevas denuncias cada año.

En este mismo sentido, la evolución de las denuncias recibidas en el Ministerio Público entre el año 2006 y mayo de 2009, se muestra en el siguiente gráfico:

Gráfico N°1
Evolución mensual del ingreso de causas.
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Control Suspensión Condicional del Procedimiento 698.226183.592881.818284.1481.165.966
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PERMANENTE


A mayor abundamiento, un detalle mensual del ingreso de causas entre enero de 2006 y mayo de 2009, se presenta en el siguiente gráfico, donde se observa un crecimiento promedio sostenido en el ingreso de causas para todo el periodo en estudio:

Gráfico N°2

Ingreso de causas según mes y año

 (Total País, Base: SAF).
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Con el propósito de establecer una estimación de los ingresos para lo que resta del  año 2009 y para el año 2010, se utilizó una metodología sustentada en un análisis de regresión lineal que considera el periodo 2006 a mayo de 2009. Dicho análisis consiste en ajustar una curva lineal del tipo y = β0 + β1x, para proyectar los ingresos de causas, a través del “Método de los Mínimos Cuadrados”.

A partir de los datos aludidos, la curva de regresión estimada que resulta para los ingresos de causas es la siguiente:
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= 72.291,548 + 952,565
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La tasa de crecimiento está directamente relacionada con uno de los parámetros de la recta de regresión, esta es, la pendiente de la recta (β1). Si la pendiente es positiva –como en este caso- la tasa es creciente para los ingresos.

Para validar si un modelo estimado se ajusta en buena forma al conjunto de datos, se utiliza el “Coeficiente de Determinación, R2”. Si el R2 es cercano al 100% se puede afirmar que el modelo propuesto tiene un buen ajuste. En nuestro caso, la curva ajustada presenta un R2 igual a 79,7%, permitiendo inferir que dicha recta es robusta para el análisis de este conjunto de datos.

En consecuencia, y bajo el modelo descrito, se tienen las siguientes estimaciones para los años 2009 y 2010, pues para años anteriores se establecen ingresos reales.

Cuadro N°1

Estimación de causas según regresión lineal, usando datos reales 

del periodo enero 2009 - mayo 2009.
	Año
	Ingreso de Casos
	TOTAL

	
	Real
	Estimado
	

	2006
	944.453
	-
	944.453

	2007
	1.078.654
	-
	1.078.654

	2008
	1.213.797
	-
	1.213.797

	2009
	516.014
	806.099
	1.322.113

	2010
	-
	1.490.476
	1.490.476


Por lo tanto, es posible inferir que “el ingreso de denuncias para el año 2010 debiera alcanzar cifras cercanas al millón y medio de causas”.
A partir del antecedente anterior, se procederá a determinar la dotación actual requerida, y por ende el déficit de fiscales y funcionarios.

3.1.2 Estimación de la dotación requerida para el año 2010, según el Modelo de Simulación de la Fundación Paz Ciudadana.

Los estudios de carga de trabajo realizados por la Fundación Paz Ciudadana (Modelo de Simulación), durante el período de planificación y diseño de la Reforma Procesal Penal, recomendaban como nivel óptimo de carga de trabajo, que cada Fiscal debería mantener, a lo más, un ingreso aproximado de 1.250 causas por año.
Al observar el cuadro N° 2, y considerando que la dotación de Fiscales ha permanecido prácticamente constante desde el inicio de la reforma, se proyecta que el promedio de causas por Fiscal para el año 2010 alcanzaría las 2.304 causas. En otras palabras, para el próximo año se tendría que cada Fiscal investigaría, en promedio, mil causas más de las que estimó inicialmente el estudio aludido.

Cuadro N°2

Número de fiscales y Promedio de causas ingresadas por Fiscal por año.

	Año
	Ingresos
	N° Fiscales
	Ingresos por Fiscal

	2006
	944.357
	625
	1.511

	2007
	1.076.981
	647
	1.665

	2008
	1.247.040
	647
	1.927

	2009
	1.322.113
	647
	2.043

	2010
	1.490.476
	647
	2.304


Ante un escenario hipotético de mantención de la actual carga de trabajo, esto es, 1.927 causas por Fiscal al año, se proyecta igualmente un déficit de fiscales frente a un ingreso de causas como el estimado para el año 2010. Esto se ilustra en el siguiente cuadro:

Cuadro N°3

Cálculo del número total de fiscales requerido,

considerando ingresos estimados para el 2010 y distintos promedios de causas 

ingresadas anual por Fiscal.

	Año
	Ingresos
	N° de Fiscales
	Ingresos por Fiscal

(Carga Trab.)
	Déficit de Fiscales

	2010
	1.490.476
	1.192
	1.250
	545

	
	1.490.476
	986
	1.511
	339

	
	1.490.476
	895
	1.665
	248

	
	1.490.476
	773
	1.927
	126


Cabe destacar que el escenario hipotético antes señalado, no es sostenible en el tiempo puesto que –a la fecha- la institución sólo ha realizado una “administración de sobrecarga de trabajo”, introduciendo mediadas transitorias para hacer frente a ello.

Es más, el análisis anterior da cuenta sólo de los déficit de fiscales, con lo cual no se hace mención respecto de las necesidades de personal de apoyo que este propio déficit impone.

3.1.3 Estimación de la dotación requerida según función de producción definida por CEAL-UCV, incorporando medidas tendientes a la optimización de la Gestión

Una de las máximas incorporadas en el quehacer Institucional es el uso eficiente de los recursos, el cual se materializa –entre otras medidas- a través de la “generación de economías de escala”. Conforme a ello, y tal cual lo establece el Plan Estratégico del Ministerio Público, se ha comenzado a implementar a nivel nacional un Modelo de Gestión que distribuye la carga de trabajo según especialización y nivel de complejidad
.

En efecto, ante el incremento de los ingresos año a año, resulta indispensable para las Fiscalías implementar modelos de eficiencia en la gestión de recursos materiales y humanos, como el denominado “Modelo de Tramitación de Casos Menos Complejos”, que se detalla en el Anexo N°1.
En términos globales, este Modelo TCMC (ver Anexo N°1), se sustenta en una evaluación inicial de los antecedentes disponibles del caso por parte de un fiscal adjunto, encargado asimismo del debido sustento jurídico que requiere la decisión, más la tramitación del mismo en base a gestiones estandarizables y asumida –preferentemente- por funcionarios con perfiles distintos a un abogado asistente o Fiscal.
Ahora bien, considerando la existencia, implementación y actual aplicación de esta política de gestión basada en la complejidad de casos, se ha procedido a estimar la necesidad de fiscales y funcionarios a través de un modelo desarrollado por el Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL) de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, denominado “Desarrollo de una Función de Producción y Modelo de Dotación para el Ministerio Público”. El detalle de los antecedentes del modelo aludido se encuentra en el Anexo N°2.
Una vez incorporadas todas las variables de gestión y nuevas estructuras de trabajo al Modelo CEAL-UCV, éste arrojó un déficit actual de 959 funcionarios, desagregados de la siguiente forma, según los perfiles definidos en el modelo:

Cuadro N°4
Brecha de Dotación Actual según perfiles
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78.98870.74978.28770.90183.44975.77280.33585.85277.99281.77682.54777.805

2007

88.00675.26984.88781.75486.87382.62290.64595.93287.363106.813102.01396.477

2008

105.39193.44698.330101.60293.81296.533102.37898.444105.506105.763103.869108.723
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Como se ha señalado precedentemente, para la actual administración es de suma relevancia que los recursos orientados a cubrir las brechas indicadas, sean utilizados en áreas donde entreguen el mayor valor agregado respecto de la problemática actual y los lineamientos estratégicos definidos por el Fiscal Nacional.

En particular, se ha considerado que el mecanismo más eficiente para la distribución de estos recursos radica en la implementación de 5 proyectos específicos. A saber:

1. Fiscalía Supraterritorial de Criminalidad Altamente Compleja
2. Ajuste por Criminalidad Compleja y Menos Compleja

3. Modelo de Atención a Víctimas y Testigos
4. Call Contact Center

5. Control de Suspensión Condicional  del Procedimiento
Sin perjuicio de la presentación detallada de cada uno de estos proyectos, que se hará en las siguientes secciones, a continuación se presenta un resumen de la dotación y recursos totales involucrados en la materialización del Proyecto de Fortalecimiento.

3.2 Dotación requerida, costos involucrados y gradualidad del Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público

La totalidad del “Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público (2010-2013) implica la siguiente incorporación de dotación adicional:

Cuadro N°5
Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público (2010-2013)
Dotación Adicional Total

[image: image4.emf]PROYECTO

FISCALESABOG. ASIST.PROFESIONALTÉCNICOSADMINISTRAT.AUXILIARESTOTAL

Fiscalía Supraterritorial de Criminalidad Altamente Compleja

2510202323

83

Ajuste por Criminalidad Compleja y Menos Compleja

12610653212106

603

Modelo de Atención a Víctimas y Testigos

6193

154

Call Contact Center

31 66

70

Control de Suspensión Condicional  del Procedimiento 19 30

49

TOTAL 1511381353282043959

INCREMENTO DE DOTACIÓN


A su vez, este incremento de dotación más todos los costos asociados a su implementación y posterior operación en régimen, implican la siguiente estructura de costo total:

Cuadro N°6
Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público (2010-2013)
Estructura de Costo Total

(Miles de $)
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Fiscalía Supraterritorial de Criminalidad Altamente Compleja 2.500.432691.4183.191.850635.6823.827.532

Ajuste por Criminalidad Compleja y Menos Compleja 14.289.6562.300.88316.590.5393.512.88520.103.425

Modelo de Atención de Víctimas y Testigos 4.160.635577.0034.737.638893.4425.631.080

Call-Contact-Center (C3) 585.443384.288969.731182.9001.152.631

Control Suspensión Condicional del Procedimiento 698.226183.592881.818284.1481.165.966

TOTAL 22.234.3914.137.18426.371.5755.509.05831.880.633

ESTRUCTURA DE COSTOS (Miles $)

PERMANENTE

PROYECTOS


Atendiendo la gradualidad programada para la materialización de los proyectos asociadas a este plan integral de fortalecimiento, el aumento de la dotación se ejecutaría entre los años 2010 y 2013 de acuerdo al programa señalado en el siguiente cuadro:

Cuadro N°7
Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público (2010-2013)
Gradualidad para el incremento de la Dotación Adicional Total
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  Fiscal 

798

64715123%

  Ayu.fiscal  

737

37436397%

 Gestor 

839

73710214%

 Digitador  

334

2429238%

 Custodio 

251

39212544%

 Atención General de Público

266

2273917%

Total

3225226695942%


Consecuentemente, la gradualidad del gasto se ajusta al plan de incremento de la dotación, según se detalla a continuación:

Cuadro N°8
Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público (2010-2013)
Gradualidad de la Estructura de Costo Total

(Miles de $)
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2010

12132120250

91

2011

25241764493

182

2012

37423199630

272

2013

775966145670

414

TOTAL1511381353282043959

INCREMENTO DE DOTACIÓN


3.3 Fiscalía “Supraterritorial” de Criminalidad Altamente Compleja

3.3.1 Antecedentes 

Una de las líneas de acción definidas por el Fiscal Nacional, en el Plan Estratégico del Ministerio Público 2009 – 2015, dice relación con el desafío de instaurar cambios positivos que permitan cumplir el rol que constitucional y legalmente le corresponde a esta Institución, de una manera adecuada y eficaz, y administrando eficientemente los recursos disponibles. Para lograr dicho objetivo es preciso estar permanentemente evaluando el desarrollo social y el comportamiento del fenómeno delictual. 

A partir de estas observaciones es que la Fiscalía Nacional desarrolló una serie de iniciativas destinadas a verificar la necesidad de establecer una fiscalía especial abocada a la criminalidad de alta complejidad y, producto de la experiencia recogida, se advirtió que es imprescindible un tratamiento diferenciado para dicho tipo de delincuencia, que está relacionada entre sí, precisamente, por las intrincadas redes que sus partícipes conforman y por las diversas particularidades que adoptan sus formas de comisión. Si bien es cierto que la estructura actual del Ministerio Público considera y potencia la especialización, ésta no siempre permite enfrentar de manera óptima los fenómenos delictivos de alta complejidad, al no contar con la posibilidad real de dotar efectivamente de exclusividad a la especialización. Así, de acuerdo al modelo actual del Ministerio Público, las investigaciones de alta complejidad, en casos muy excepcionales, han permitido dotar de exclusividad a los respectivos persecutores, lo que, sin embargo, ha redundado en perjuicios para el resto de las investigaciones que lleva el mismo fiscal, para la fiscalía y para la persecución penal en su globalidad.

Por ello el Fiscal Nacional, en su Cuenta Pública 2009, hizo un planteamiento en el sentido de sugerir una reforma legal a la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, con el objeto de crear, en nuestro país una Fiscalía Especial abocada a casos de Alta Complejidad, incorporando dentro de su competencia casos de alta corrupción pública, crimen organizado y lavado de dinero. Este proyecto  permitirá que el Estado cumpla el rol proactivo que le corresponde en la detección de estos casos, potenciándose el trabajo interdisciplinario y fortaleciéndose la labor interinstitucional en beneficio de la persecución penal. Asimismo, se posibilitará el acceso e intercambio expedito de información de relevancia, y se velará por la efectiva confidencialidad que exigen estas materias, institucionalizando la persecución penal y minimizando la exposición y riesgo de los fiscales.
La creación de esta fiscalía, significará un fortalecimiento de la labor investigativa del Ministerio Público, redundando sólo en externalidades positivas para Chile al transmitir una señal de lucha eficaz contra estos flagelos, con una estructura estatal fuerte, independiente y decidida, posicionando a nuestro país con los mayores estándares mundiales en la materia. 

3.3.2 Justificación

Chile ha adoptado un sistema de modelo social abierto al mundo, fundamentalmente en materia económica, que obliga a estar atentos al desarrollo de los fenómenos internacionales en diversas materias, entre las cuales se encuentra la experiencia comparada en materia de prevención y combate de la corrupción, el crimen organizado y el lavado de dinero. 

Para lograr una acertada dimensión de esta necesidad hay que derribar paradigmas y, fundamentalmente, se debe evitar suponer que nuestro país –como cualquier otro- se encuentra ajeno a estas formas delictuales. Se trata de un error que otras naciones ya cometieron y que no se puede repetir.

Pensar que organizaciones como la Cosa Nostra, la Camorra, los carteles de droga colombianos, mexicanos, las organizaciones rusas, etc. nunca llegarán a nuestro país, es creer que se vive aislado y que se es inmune a la alta criminalidad. Por el contrario, fenómenos como los de la globalización y el tráfico jurídico y económico, actualmente imperante, y la necesaria interconexión social y económica, plantean una situación distinta de la que pudo haber existido en el pasado.
Así, se debe evaluar el poder de estas mafias antes de enfrentar el problema. Según Isidoro Blanco Cordero, 
 éstas representan un volumen económico anual estimado en un billón de dólares, tres veces superior al presupuesto nacional francés y más del 50% de esta cifra, 500.000 millones de dólares se inyecta en el circuito financiero internacional con capacidad de producir rentabilidad. 

Por otra parte, según el Grupo de Acción Financiera Norteamericano (GAFI), las principales fuentes de ganancias ilegales son el tráfico de drogas, el fraude bancario, los fraudes con tarjeta de crédito, insolvencias punibles y los delitos societarios. Una gran parte del dinero de origen ilegal que ingresa al sistema financiero, procede de la criminalidad organizada. A nivel internacional, los grupos criminales más exitosos se ubican en Italia, Japón, Colombia, Rusia, Europa del Este, Nigeria y el Lejano Oriente. 

Es decir, la actividad criminal organizada tiene muchas veces un poder económico tal, que, unido a la violencia y la corrupción en amplios sectores del sistema político y Estatal, constituye actualmente un fenómeno altamente peligroso para la convivencia social y el Estado de Derecho. 

Frente a esta realidad no se puede permanecer indiferente y todos los esfuerzos que se realicen son justificados y proporcionales al mal que se pretende combatir. 

Fundamentalmente se trata de transmitir a los sectores más desprotegidos una señal de tranquilidad y confianza, precisamente, porque son ellos los que se sienten más vulnerables frente a estos poderes delictuales. 

Pensemos, por ejemplo, en casos recientes que se están investigando en nuestro país, en que altos funcionarios aparecerían favoreciendo a empresas transnacionales en licitaciones públicas, o de compras de armamento previo pago indebido a quienes deben tomar la decisión, o en noticias como la de un grupo narco ligado a las FARC que usó a Chile como pasadizo de droga
.

¿Qué se espera de nuestro sistema jurídico en estos casos?. Una investigación acuciosa, transparente, objetiva, eficaz y una sanción ejemplificadora y efectiva. 

Existe actualmente una paradoja de la que, consideramos, debemos hacernos cargo. Por una parte, Chile es reconocido internacionalmente por su perfeccionamiento institucional y, prueba de ello es, por ejemplo, su participación como miembro en tratados como la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, OCDE (no obstante no logre aún la membresía de dicha organización). Pero, pese a ello y según nos muestran importantes encuestas de percepción de corrupción o de evaluación de las instituciones, la percepción ciudadana es otra.. 

Una explicación para esto es la capacidad de respuesta frente a situaciones determinadas y cómo se percibe esta respuesta. 

Algo sucede entonces que esa respuesta, o no se da, o no se transmite correctamente, pues según una encuesta de la Escuela de Administración y Economía de la Universidad Católica Silva Henríquez, un 74,3% de las personas pobres de Santiago considera que hay un “Alto” o “Muy alto” nivel de corrupción en Chile, en la actualidad. 

Según la misma encuesta, un 82,2% de los entrevistados considera que “no se castiga en forma ejemplarizadora a los corruptos”.

El mensaje no está llegando y la confianza se va perdiendo. Pero más grave puede ser, incluso, que mientras recién se plantea el problema ya se esté sumido en el mismo. La confianza que la sociedad ha depositado en el Ministerio Público no permite este tipo de licencias y la Institución es responsable ante el país frente a las demandas que al respecto se puedan plantear por la ciudadanía. 

Por todas estas consideraciones, el Ministerio Público, desde su esfera de competencia, realiza esta propuesta de modificación legal en la convicción que la creación de una Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad es una medida de prevención del delito, atendida la señal que se da, y de persecución penal eficaz y eficiente dadas las características de este nuevo órgano, según se explicará más adelante. 

3.3.3 Tramitación de las Investigaciones de Alta Complejidad

Para la investigación de este tipo de delitos se requiere contar con definiciones estratégicas institucionales respecto de la criminalidad altamente compleja, que permitan facilitar la identificación de estos casos, establecer una estructura organizacional que beneficie su tramitación, reforzar su carácter prioritario e instituir objetivos y metas, además de contar con equipos afiatados y con procesos investigativos que se desarrollen con la debida rapidez. En este contexto, se visualiza la necesidad de focalizar los esfuerzos para que la relación entre fiscales y policías sea personal y cotidiana, exenta de formalismos innecesarios.

3.3.4 Propuesta de creación de una Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad en el Ministerio Público de Chile. 

De conformidad al Art. 12 de la Ley N°19.640, el “Ministerio Público se organizará en una Fiscalía Nacional y en Fiscalías Regionales. Las Fiscalías Regionales organizarán su trabajo a través de Fiscalías Locales. Existirá, además, un Consejo General, que actuará como órgano asesor y de colaboración del Fiscal Nacional”.
Esta estructura organizacional no permite, por ahora, una investigación por parte de un órgano que pueda actuar en todo el territorio nacional, que sea funcionalmente autónomo, especializado y multidisciplinario; que dirija en forma exclusiva la persecución de los delitos de alta complejidad en materia de corrupción, crimen organizado y lavado de dinero de la ley 19.913 y que, además, ejerza la acción penal pública y adopte las medidas de protección de las víctimas y testigos, según corresponda. 

Por tal motivo se propone cambiar la estructura organizacional del Ministerio Público, con el fin de hacerla coherente con la estrategia de la Institución de realizar una eficaz persecución penal de los delitos considerados de alta complejidad. 
De esta forma, se propone la creación de una Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad, incorporando a ésta como un nuevo órgano del Ministerio Público en el artículo 12 de la Ley Orgánica Constitucional de esta Institución N° 19.640. 

Esta Fiscalía tendría las siguientes características: 

a) Podrá actuar en todo el territorio nacional.
b) Funcionalmente autónoma. Cobra gran importancia en este punto el que sea el propio Ministerio Público el que proponga que dicha Fiscalía sea de carácter autónomo, por cuanto se garantiza la ya tradicional independencia de toda otra autoridad de los fiscales para investigar los delitos.
c) Especializada y multidisciplinaria.
d) Dirigirá en forma exclusiva la persecución de los delitos de alta complejidad en materia de corrupción, crimen organizado y lavado de dinero de la ley 19.913.
e) Ejercerá la acción penal pública y adoptará las medidas de protección de las víctimas y testigos según corresponda.
f) Es el Fiscal Nacional quien, mediante resolución fundada, determina los criterios generales para la calificación de las investigaciones de alta complejidad.
g) Las Fiscalías Regionales deben remitir todas las investigaciones que pudiesen corresponder a la Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad, una vez que tomen conocimiento de las mismas, sin perjuicio de aquellas diligencias indispensables y urgentes para asegurar el éxito de la investigación, conforme a las normas generales.
h) La Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad estará integrada por un Fiscal Jefe, fiscales adjuntos, profesionales y administrativos. Para el desempeño de sus funciones contará con el apoyo de las Divisiones y Unidades de la Fiscalía Nacional. Al Fiscal Jefe le corresponderá la dirección de la Fiscalía, como asimismo supervisar y controlar el funcionamiento administrativo de la misma. 

El Fiscal Nacional nombrará al Fiscal Jefe, a propuesta en terna del Consejo General, previo concurso público de antecedentes llamado al efecto.
i) Los fiscales adjuntos serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del Fiscal Jefe, la que deberá conformarse previo concurso público en los términos del artículo 41 de esta ley.
j) Para la persecución penal de los delitos que le correspondan la Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad contará con las facultades investigativas del artículo 33 de la ley 19.913, de 18 de diciembre de 2003 que  crea la unidad de análisis financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.
k) Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile destinarán funcionarios en forma permanente a la Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad, quienes ejecutarán sus tareas bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo a las instrucciones que estos les impartan.
l) Al Fiscal Nacional le corresponderá resolver las dificultades que se susciten entre fiscales regionales o entre éstos y la Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad acerca de la dirección de la investigación, el ejercicio de la acción penal pública o la protección de las víctimas o testigos.

Se propone asimismo efectuar las modificaciones correspondientes de la Ley Orgánica Constitucional N° N° 18.691 de Carabineros de Chile y de la Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, Decreto Ley N° 2.640, para hacer efectiva la característica señalada en la letra K) de este punto. 

Además, se proponen los aumentos en la planta de personal del artículo 72 de la LOC del Ministerio Público, considerando también al efecto aquellos requeridos por el Plan de Fortalecimiento Institucional.  
3.3.5 Relación de esta propuesta con otras del Plan de Fortalecimiento Institucional

La propuesta antes expuesta, se condice no sólo con las ideas del Plan Estratégico del Ministerio Público 2009 – 2015 y con aquellas expresadas por el Fiscal Nacional en su Cuenta Pública 2009, sino que también con los objetivos del Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público 2010 – 2013. 

En primer término porque esta propuesta de Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad es un desafío trascendente para el Ministerio Público, por cuanto apunta al combate de la criminalidad que más daño provoca a nuestro sistema institucional, dando una señal fuerte y clara de protección a aquellas personas que más sufren con estos delitos, esto es, aquellos que tienen menos posibilidades de defensa social. 

El Ministerio Público desde su ámbito de competencia busca adecuar así su gestión jurídica y administrativa para dar cumplimiento a los requerimientos y expectativas de la sociedad en estas materias, entregándole a las víctimas de estos delitos, es decir, a la sociedad toda, una indicación contundente de no tolerancia a quienes participen de delitos de corrupción, crimen organizado y lavado de dinero. 

Se trata no sólo de modificaciones funcionales a la estructura del Ministerio Público, sino que se proponen además los cambios administrativos necesarios para dotar a esta nueva institucionalidad de los recursos humanos (jurídicos y administrativos) y materiales que permitan enfrentar adecuadamente el incremento regular de este tipo de criminalidad compleja. 

Se busca, del mismo modo, acentuar el uso de las denominadas “economías de escala”, por cuanto una Fiscalía como la propuesta permitirá optimizar los recursos antes mencionados y por otra, descongestionará a las fiscalías regionales que hoy deben ocuparse de este tipo de delitos, lo cual irá en directo beneficio de sus propias gestiones. 

En consecuencia, se consigue plenamente con este proyecto, además de la señal a las víctimas de estos delitos, un ajuste institucional por efecto de demanda externa, incorporando un modelo de gestión eficiente y la destinación de fiscales y equipos especializados para la investigación de casos de alta complejidad, objetivos tenidos en vista por este Plan de Fortalecimiento Institucional. 

3.3.6 Dotación Requerida

Conforme a lo señalado, estimamos que resulta imperativo que el Ministerio Público cuente con una estructura sólida de equipos fiscales altamente especializados, con dedicación exclusiva, que permita enfrentar la criminalidad compleja con recursos y procesos de trabajo adecuados a la magnitud y naturaleza de la criminalidad de alta complejidad. 

La dotación requerida para materializar el proyecto asociado a Equipos Especializados de Investigación de Alta Complejidad, es la siguiente:
Cuadro N°9
Equipos Especializados de Investigación de Alta Complejidad 

Estimación de Dotación

[image: image6.emf]DOTACIÓN TOTAL

FISCALES 25

ABOGADOS ASISTENTES 10

PROFESIONALES 20

TÉCNICOS 23

ADMINISTRATIVOS 2

AUXILIARES 3

TOTAL 83


3.3.7 Estructura de Costos

La estructura de costos asociada a la implementación de estos equipos especializados, desagregada en gastos permanentes y gastos transitorios, es la siguiente:

Cuadro N°10
 Estructura de Costos por dotación adicional 

(Factor: Equipos Especializados de Investigación de Alta Complejidad)

(Miles de $)
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Aumento de Dotación 91182272414

Dotación Total MP 3.8784.0604.3324.746

Porcentaje aumento de dotación 

acumulado (respecto a dotación 

2008)

2,4%7,2%14,4%25,3%

Gastos Permanentes (M$) 2.607.9377.543.38914.520.59526.371.575

Remuneraciones2.154.8586.015.51611.951.60522.234.391

Operación453.0791.527.8732.568.9894.137.184

Gasto Transitorio (M$) 570.9471.077.0831.478.5682.382.460

Total 3.178.8848.620.47215.999.16328.754.035

Porcentaje del Presupuesto 

aprobado 2009 (Sin Inflactor)

3,5%9,4%17,5%31,5%


3.4 Ajuste por Criminalidad Compleja y Menos Compleja

3.4.1 Antecedentes

Aproximadamente el 50% de los delitos que recibe el Ministerio Público, es decir cerca de 600.000 casos, no cuentan con la información básica que permita, tanto al fiscal como a su equipo, desarrollar una investigación fluida, generándose la necesidad de recabar nuevos y mejores antecedentes. En este sentido, las Fiscalías Locales realizan permanentemente múltiples esfuerzos, a través de la ejecución de diligencias útiles, para poder complementar y validar los antecedentes contenidos principalmente en el parte policial, que permitan esclarecer los hechos antes de desestimar el caso. Cabe destacar que el proceso señalado, importa una alta demanda de recursos a la Institución que, a la luz de los actualmente disponibles, son insuficientes. 
En efecto, dentro de las diligencias mínimas y útiles que necesariamente deben realizar los fiscales y su equipo de apoyo (Asistentes de Fiscal, Técnicos, administrativos),  podemos señalar aquellas que tienen directa relación con los resultados de la persecución penal (coordinar las policías y organismos colaboradores y tribunales), así como las que se  vinculan con la atención de víctimas y testigos del hecho (tomar contacto con la víctima  y testigo, vía telefónica o carta certificada; citarla a declarar a la Fiscalía; atender a los citados para incorporar más antecedentes a la investigación; realizar contención a aquellas víctimas que llegan afectadas por el delito que han sufrido, entre otras).
Es más, en un caso no sólo se realiza un tipo de actividad, sino un conjunto de éstas. A  su vez, estas actividades se sustentan en la ejecución de una serie de acciones, pudiendo mencionar - entre otras – la adopción de decisiones jurídicas, evaluación de antecedentes disponibles y  ejecución y control de la decisión.   
3.4.2 Justificación y dotación
Conforme a los antecedentes, más el lineamiento institucional de asignar recursos en aquellas áreas donde éstos aporten el mayor valor agregado, es que la actual administración ha determinado que los fiscales adicionales requeridos sean distribuidos en estrecha relación con  el modelo de tramitación basado en la complejidad de causas
.

De acuerdo a lo anterior,  y considerando que el Modelo CEAL-UCV establece un déficit de dotación en el Ministerio Público equivalente a 959 funcionarios, de los cuales 151 son fiscales, se concluye que esta dotación adicional estimada debe distribuirse mayoritariamente en casos de mayor complejidad (incluyendo alta complejidad) y en menor medida para casos de menor complejidad
. 
En virtud de lo anterior,  se determina que para la gestión de este tipo de tramitaciones (complejas y menos complejas) se requiere incorporar 126 fiscales. Asimismo, y atendida la diversidad de tareas involucradas en la tramitación de causas, resulta imprescindible dotar a estos 126 fiscales de los apoyos jurídicos y administrativos necesarios para el logro de los objetivos antes señalados. Por ello, la dotación total requerida para este proyecto particular (“Ajuste por tramitación compleja y menos compleja”) asciende a 603 funcionarios, segmentados por perfil según se presenta en el siguiente cuadro:

Cuadro N°11

Dotación adicional requerida por Ajuste por tramitación compleja y menos compleja
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REQUERIDA

FISCALES 126

ABOGADOS ASISTENTES 106

PROFESIONAL NO ABOGADO 53

TÉCNICOS 212

ADMINISTRAT. 106

TOTAL 603


3.4.3 Estructura de Costos 
A la luz de los antecedentes señalados (dotación adicional de 603 funcionarios por ajuste a tramitación compleja y menos compleja), el siguiente cuadro presenta la estructura de costos asociada a la implementación de estos incrementos.

Cabe señalar, que las cifras se expresan en miles de pesos (de 2009) y están desagregadas en gastos permanentes (que se irrogan año a año en estado de régimen) y gastos transitorios (que se irrogan por sólo una vez). En este sentido los gastos permanentes incluyen remuneraciones, bienes y servicios de consumo (operación normal), arriendos, etc., mientras los gastos transitorios son primordialmente asociados a mobiliario y habilitación de infraestructura
.

Cuadro N°12
 Estructura de Costos por Dotación Adicional requerida por el Ajuste Institucional

(Miles de $)
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REMUNER.OPERAC.TOTAL TOTAL

Fiscalía Crminalidad Altamente Compleja 2.500.432691.4183.191.850635.6823.827.532

ESTRUCTURA DE COSTOS (Miles $)

PERMANENTE


3.5 Modelo de Atención a Víctimas y Testigos
3.5.1 Antecedentes

La atención a Víctimas y Testigos hasta la fecha se ha llevado a cabo bajo un modelo de trabajo que logra cubrir un porcentaje muy bajo del total de usuarios que ingresan al Ministerio Público el que, además, no entrega servicios suficientemente especializados de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de usuarios.

El actual proyecto contempla un diseño e implementación de modelos de atención que sean más eficientes en cuanto a lo siguiente:

· Que sean especializados y diferenciados de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de usuarios.

· Que logren cubrir un porcentaje de usuarios significativamente más alto que el modelo anterior.

· Que optimicen la utilización de recursos materiales y humanos del Ministerio Público en función de la misión y los objetivos estratégicos de la Institución.

3.5.2 Justificación
Como misión el Ministerio Público tiene la responsabilidad de “dirigir en forma exclusiva las investigaciones criminales, ejercer cuando resulte procedente la acción penal pública instando por resolver adecuada y oportunamente los diversos casos penales, adoptando las medidas necesarias para la atención y protección de víctimas y testigos, todo ello a fin de contribuir a la consolidación de un estado de derecho, con altos estándares de calidad”. 

El mandato contenido en la misión, que es una traducción de las funciones constitucionales consagradas al Ministerio Público en el artículo 1 de la Ley 19.640, pone de manifiesto la centralidad que para la Institución tienen las víctimas y testigos.

La participación de estos usuarios es fundamental para el éxito de la persecución penal y, por lo tanto, del nuevo sistema de justicia. La información que pueden entregar respecto de los delitos experimentados, así como su disposición para participar en las diligencias de investigación y en los juicios orales cuando corresponda, es un factor crítico del sistema. Experiencias internacionales han demostrado la necesidad de diseñar sistemas de atención especialmente dirigidos a víctimas y testigos, con el fin de evitar la retractación y el desistimiento de participar en los procesos penales.

Una mala percepción del sistema influye negativamente en el nivel de participación de víctimas y testigos, tal como lo indica la experiencia inglesa. Es así como en los años 2002 y 2003, en Inglaterra 22.000 personas no participaron en juicios, debiendo hacerlo. A partir de ese hecho comenzó un proceso de evaluación el cual concluyó que el sistema no entregaba la información requerida por los testigos,  por cuanto detectaron que, en el plazo de 6 a 8 meses entre que prestaban declaración y concurrían a la Corte, no recibían ningún tipo de información referente al caso. (Programa No Wittness No Justice).

Diversos estudios realizados en nuestro país (DAVT, 2003, Adimark, 2005 y 2006, IPSOS 2007, ENUSC 2008), indican que la información y la protección son dos de las necesidades más importantes para la ciudadanía en el contexto de su paso por el proceso penal. La satisfacción de estas necesidades es estratégica, ya que aborda los requerimientos del usuario, facilitando su participación en el proceso penal y beneficiando al sistema en su conjunto.

En la actualidad, del 100% de ingresos que tienen las fiscalías, sólo un 3% de víctimas y testigos reciben servicios especialmente diseñados para ellos a través de las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos (URAVIT). Esta realidad deja de manifiesto la brecha entre la oferta de atención existente y la meta que la fiscalía se ha planteado en el trabajo con víctimas y testigos, es decir, aumentar la cobertura con altos estándares de calidad.

Por otra parte, esta situación tiene un impacto directo tanto en la eficiencia de la resolución del conflicto, como en la confianza ciudadana hacia el nuevo sistema de administración de Justicia. Por ejemplo, existen algunos delitos como los cometidos en contexto de violencia intrafamiliar, delitos violentos, amenazas y lesiones, en que no se logra, a veces, tomar contacto oportuno con todas las víctimas, para evaluar el riesgo, implementar medidas de protección adecuadas y orientar, obteniendo como eventual consecuencia la insatisfacción de éstas con la atención entregada por la fiscalía, siendo altamente probable que no participen en el proceso, con los consecuentes resultados negativos para el sistema de administración de justicia. 
A partir de este diagnóstico, surge la necesidad urgente de  incentivar la participación de víctimas y testigos en el proceso penal, a través de un aumento de la cobertura y del diseño de servicios que satisfagan sus necesidades en el marco de su paso por el proceso penal.

El aumento de cobertura propuesto, involucra incrementar la entrega de servicios específicos al 100% de víctimas y testigos, lo que considera la “transversalización” de la atención y la homogeneización de procedimientos de intervención a nivel nacional, con el apoyo tecnológico pertinente,  para lo que se requiere una importante inversión de recursos. 

Esta labor implica la estandarización, en todo el país, de procesos de trabajo e instrumentos de evaluación de intimidación, de riesgo y de necesidades que surgen de la participación en el proceso penal, tanto para la recolección de información como para la implementación de acciones. En esta línea cobra relevancia la creación de un servicio de “call center” orientado a establecer una cercana y oportuna relación con los usuarios, que los mantenga informados respecto del proceso penal y contactados con la fiscalía, evitando procesos de desistimiento que afectan gravemente la eficacia del sistema de justicia en general.

No concretar esta fundamental iniciativa de mejoramiento de la relación del Ministerio Público con víctimas y testigos tendría, a corto plazo, al menos dos consecuencias relevantes:
1. Falta de incentivo de víctimas y testigos para colaborar en los procesos penales, dado que percibirían que sus necesidades, relacionadas con su participación, no son consideradas ni satisfechas, lo que es altamente probable que resulte en una merma en el compromiso de ellos en instancias fundamentales para el éxito del sistema penal en su conjunto, como son los Juicios Orales.

2. La baja participación generaría términos procesales de menor calidad, al no contar la Fiscalía con la información entregada por los directamente afectados por los delitos y con su participación en la investigación y en las audiencias. La obtención de estos términos de menor calidad, y la insatisfacción de los usuarios con éstos, afectaría directamente la confianza de la ciudadanía en los resultados obtenidos por el sistema de justicia.

3.5.3 Modelo de estimación de la dotación requerida por modelos de atención
Figura N°1
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Para el cálculo de la dotación requerida se ha utilizado un modelo que considera como principal variable de entrada el número de usuarios por  atender (lo que está dado por el ingreso de usuarios al Ministerio Público), a partir del cual se estima una cifra de tiempo demandado por los mismos en función de los modelos de atención definidos por la institución para los distintos tipos de usuarios. A su vez, esta demanda total de tiempo de atención es cruzada con el dato de capacidad de trabajo de los funcionarios para cada uno de los roles definidos en los modelos de atención, todo lo cual permite hacer una proyección de la cantidad de funcionarios que se requerirá para llevar a cabo  la atención del total de usuarios ingresados al Ministerio Público.

Los factores recién mencionados se describen en los puntos siguientes.

a) Ingreso de usuarios al Ministerio Público
Para el período enero-diciembre 2008 se tienen los siguientes antecedentes respecto de los delitos ingresados al Ministerio Público.

Cuadro N°13
Delitos ingresados en el año 2008
	Categoría de delitos
	Ingresos 
1-ene a 31-dic 2008

	Robos (violentos)
	93.390

	Robos no violentos
	190.611

	Hurtos
	132.881

	Otros contra propiedad
	69.781

	Lesiones
	180.424

	Homicidios
	1.448

	Delitos sexuales
	18.291

	Contra libertad e intimidad (amenazas)
	155.463

	Faltas
	117.741

	Delitos ley de tránsito
	29.149

	Delitos ley de drogas
	16.295

	Delitos económicos
	39.519

	Delitos funcionarios
	1.165

	Delitos leyes especiales
	21.181

	Delitos contra la fe pública
	4.864

	Cuasidelitos
	17.672

	Otros
	159.559

	TOTAL
	1.249.434


*Corresponde a un total de 1.213.797 causas ingresadas en el mismo periodo.

Durante el año 2008, ingresó un total de 1.249.434 delitos al Ministerio Público. De ellos, 449.016 correspondieron a delitos violentos (robos violentos, lesiones, homicidios y amenazas), y 18.291 a delitos sexuales.

Además, 94.844 de los delitos ingresados durante el año 2008, correspondieron a situaciones de violencia intrafamiliar.

Por otra parte, un número importante de casos culminan en Juicios Orales, lo que también implica un espacio especial de atención y apoyo para las víctimas y testigos que deben participar en ellos. Al respecto, durante el año 2008 se registró un total de 7.002 juicios orales a nivel nacional.
b) Modelos de atención

Se han desarrollado modelos de atención que permitan atender diferenciada y especializadamente a los siguientes grupos de usuarios:

Cuadro N°14
Grupos de usuarios y sus respectivos Modelos de Atención
	Grupo Objetivo
	Cobertura / focalización
	Modelos de Atención Asociados

	Víctimas y testigos de delitos de robos violentos, lesiones, homicidios y delitos contra la libertad e intimidad de las personas.
	100% de los que concurren a declarar a la fiscalía.
Nota: se estima que concurren a declarar aproximadamente un 40% de los citados por estos delitos.
	Protección básica en FL, incluye orientación y acciones de apoyo para facilitar la participación en el proceso penal.

	
	
	Protección especializada en URAVIT (casos con intimidación alta), incluye orientación especializada y apoyo.

	
	
	Asesoría y supervisión a operadores de las fiscalías locales en el ámbito de la protección a víctimas y testigos

	Víctimas de delitos sexuales
	100% de las víctimas de este tipo de delitos
	Atención y Protección especializada en URAVIT para víctimas de delitos sexuales, incluye orientación especializada y apoyo para la participación en el proceso penal.

	Víctimas de violencia intrafamiliar
	100% de las víctimas de este tipo de delitos
	Modelo de protección a Víctimas de VIF

	Víctimas y testigos de todos los delitos que participan en Juicio Oral
	100% de las víctimas y testigos que deben participar en Juicio Oral (JO)
	Atención a víctimas y testigos de Juicio Oral, orientación, protección y apoyo.


La descripción detallada de cada uno de los modelos se trabajo se puede encontrar ampliamente descrita en los documentos de trabajo de los proyectos piloto de atención de casos de violencia intrafamiliar y de mejoramiento de la atención a usuarios (Proyecto OPA: Orientación-Protección-Atención).

c) Demanda
Cuadro N°15
Datos según Modelo de atención.
	Modelo de atención
	Usuarios potenciales 2008
	Horas/año atención requerida

	
	
	Rol profesional
	Rol técnico / administrativo

	Protección especializada en URAVIT (casos con intimidación alta)
	55.525
	50.898,2
	37.016,9

	Atención y Protección especializada en URAVIT para víctimas de delitos sexuales
	17.716
	59.939,1
	885,8

	Modelo de protección a Víctimas de VIF
	90.869
	59.670,6
	88.142,9

	Sub-unidad de atención a víctimas y testigos de Juicio Oral
	15.215
	10.194,1
	43.096,5

	Protección básica en FL
	66.102
	0,0
	5.508,5*

	Asesoría y supervisión a operadores de las fiscalías locales en el ámbito de la protección a víctimas y testigos
	79.322
	26.440,6
	0,0


*
Sólo consideró la cuantificación de actividades que el modelo de atención agrega a los procesos tradicionales de atención de usuarios en las FL.

d) Capacidad de trabajo funcionarios
Cuadro N°16
Datos sobre capacidad de trabajo de funcionarios.
	Tiempo Nominal Año

(52 semanas)

	Tiempo Disponible

(47 semanas)
	Reserva

(Vacaciones, feriados, administrativos)

(5 semanas)

	Tiempo Operativo

(1930,9 hrs.)
	Tiempos Descanso

(137,1 hrs.)
	

	Tiempo Efectivo

(Dedicación efectiva a la tarea)

(1486,8 hrs. profesional)

(1544,7 hrs. técnico)
	Tiempo Administrativo

(Registro, reuniones, coordinación, capacitación, etc.)

(444,1 hrs. profesional)

(386,2 hrs. técnico)
	
	


e) Funcionarios requeridos para modelos de atención
Dado que los modelos de atención son complementarios y se conectan entre sí, los roles profesionales y técnicos que en conjunto requiere cada uno de dichos modelos en cada región también son complementarios. Por eso, el total de funcionarios requeridos para cada uno de los modelos de atención se han sumado al interior de cada región.

En la tabla siguiente se presenta la dotación requerida por rol funcionario para la operación de los modelos de atención en cada una de las regiones:

Cuadro N°17
Funcionarios requeridos para modelos de atención
	Región
	Funcionarios Requeridos por los modelos de atención
	Dotación actual URAVIT*
	Déficit

	
	Rol profesional
	Rol técnico
	Rol profesional
	Rol técnico / administrativo
	Rol profesional
	Rol técnico

	TOTAL
	157
	124
	117
	44
	42
	80


*Datos al 17-12-07. Se excluyen el jefe y la secretaria, ya que sus funciones son distintas a las de atención directa.
**En estos casos se optó por mantener la dotación actual de profesionales en virtud del probable aumento proyectado de ingresos.
f) Funcionarios requeridos para traspaso de Fondo de Aportes Económicos (FAE) 
 a Unidades Regionales de Administración y Finanzas

El sistema integral de atención OPA, contempla el traspaso de la administración del FAE desde las URAVIT hacia las Unidades Regionales de Administración y Finanzas.

Este traspaso, pensado en función de aumentar la eficiencia en la gestión financiera del fondo, requiere la contratación de un profesional adicional para cada región en las Unidades de Administración y Finanzas, la contratación de un técnico contable de apoyo en cada una de las 13 regiones más grandes y dispersas geográficamente y un profesional coordinador nacional.

Cuadro N°18
Funcionarios requeridos para administración del FAE
	
	Rol profesional
	Rol técnico

	Funcionarios requeridos a nivel nacional para administración del FAE
	19
	13


g) Dotación total requerida
Al sumar las dotaciones requeridas para los modelos de atención, más la requerida para el nuevo modelo de administración del FAE se obtiene lo siguiente:

Cuadro N°19
Funcionarios requeridos para modelos de atención y administración del FAE.
	Región
	Funcionarios Requeridos por modelos de atención
	Funcionarios requeridos por administración y finanzas
	Total funcionarios requeridos

	
	Rol profesional
	Rol técnico
	Rol profesional
	Rol técnico
	Rol profesional
	Rol técnico

	TOTAL
	42
	80
	19
	13
	61
	93


h) Algunos Comentarios
· Esta estimación no incluye equipos, infraestructura u otro tipo de recursos.

· En la medida que se cuente con datos más precisos para estimar la cantidad de usuarios, las estimaciones serán más exactas. Especialmente se requeriría más precisión en los siguientes datos:

· Cifra de víctimas y testigos ingresados al sistema por cada tipo de delitos.

· Cifra de casos y víctimas de delitos en contexto de violencia intrafamiliar, ya que el registro de este tipo de casos en SAF no es muy preciso.

· La estimación incluye algunos supuestos que también influyen en el cálculo. Por ejemplo:

Cuadro N°20
Supuestos incluidos para cálculo.
	Ámbito
	Supuesto

	1. Capacidad de trabajo
	La determinación de la capacidad de trabajo de cada funcionario o la cantidad de tiempo que este requiere dedicar a labores administrativas. En el caso de los profesionales, este tiempo se ha estimado en un 23% del tiempo operativo, y en el caso de los técnicos en un 20%.

	2. Protección especializada en URAVIT (casos con intimidación alta)
	21% de los casos de víctimas y testigos que concurren a declarar a las fiscalías por delitos violentos son evaluados con intimidación alta.

	3. Sub-unidad de atención a víctimas y testigos de Juicio Oral
	Se ha estimado la demanda calculando un promedio de 2,5 usuarios por cada juicio oral.

	4. Protección básica en FL
	25% de los casos de víctimas y testigos que concurren a declarar a las fiscalías por delitos violentos requieren de medidas de protección en la FL que implican nuevas funciones.

	5. Asesoría y supervisión a operadores de las fiscalías locales en el ámbito de la protección a víctimas y testigos
	30% de los casos de víctimas y testigos que concurren a declarar a las fiscalías por delitos violentos son evaluados con intimidación media.


Los supuestos 2 a 5, se basan en la experiencia del modelo piloto de OPA implementado en la IV Región de Coquimbo.

3.5.4 Estructura de Costos 

La estructura de costos asociada al Modelo de Atención de Víctimas y Testigos es la siguiente:

Cuadro N°21
 Estructura de Costos
(Factor: Modelo de Atención de Víctimas y Testigos)

(Miles de $)
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Cabe hacer notar que eventualmente este modelo podría implicar un requerimiento mayor de recursos para el Fondo de Aportes Económicos destinados a víctimas y testigos (FAE), lo que de ser necesario, se solicitará en los proyectos de presupuestos de los años correspondientes.

3.6 Plataforma de  Call – Center 
3.6.1 Antecedentes
Desde la puesta en marcha de la Reforma Procesal Penal y en particular su inicio en la Región Metropolitana en junio del Año 2005, el Ministerio Público ha ido paulatinamente consolidando sus procesos de trabajo y ha incorporado mejoras que están directamente relacionadas con los actuales lineamientos estratégicos de la institución. Uno de ellos es mejorar gradualmente la gestión administrativa y jurídica. En esta línea, un tema relevante es la atención de usuarios y su comunicación desde el Ministerio Público o la necesidad que se origina desde los usuarios, víctimas y testigos, de lograr un contacto oportuno con la Fiscalía Local.

En este contexto, surge la necesidad de implementar una plataforma telefónica única a nivel nacional de atención de usuarios,  que permita mejorar y estandarizar la comunicación y entrega de información, ya sea cuando el usuario llama telefónicamente a una Fiscalía Local para entregar más antecedentes y conocer el estado de su causa o, por otra parte, cuando el Ministerio Publico requiere contactarse de manera urgente con un testigo o víctima para una entrevista o audiencia.

3.6.2 Justificación y dotación
La participación de los usuarios en las causas viabiliza el sistema penal, en la medida en que los testimonios son fundamentales como medios de prueba. La participación e involucramiento de víctimas y testigos genera una serie de consecuencias positivas, tanto a nivel individual como colectivo. En el primer nivel los usuarios ven resueltas sus causas penales y, en el segundo, somos capaces como sociedad de abordar el tema de la delincuencia de una forma sistémica, generando valor público.

Experiencias internacionales nos dan cuenta de la importancia de mantener actualizado el vínculo con nuestros usuarios, ya que a través de la participación de víctimas y testigos aumentan las posibilidades de éxito de las causas, impactando a toda la sociedad en la medida que el fracaso en el ámbito penal genera una percepción de inseguridad ciudadana, que es necesario enfrentar, y que lleva finalmente a la desmotivación por participar, por temor o desconfianza, generándose un círculo vicioso.

En esta línea el Ministerio Público ha planteado que, para fortalecer esta relación e incentivar la participación de nuestros usuarios, es necesario diversificar los medios de contacto con éstos.

Esta labor implica la estandarización de procesos de trabajo e instrumentos a nivel nacional, para la entrega de los servicios de orientación, protección y apoyo. En esta línea se inserta el proyecto call center que se orienta a estandarizar la entrega de información a través de servicios telefónicos.

Complementariamente, se quiere utilizar esta plataforma, para realizar llamados desde la fiscalía a todas las víctimas informándoles la adopción de términos tempranos, como por ejemplo el Archivo Provisional.
Por otra parte, también es necesario comunicar a los testigos y víctimas la sentencia  del caso, ya que esto genera confianza y participación activa en el proceso por parte de los intervinientes, generando un efecto multiplicador en la medida que ese usuario se constituye como fuente de información para otros ciudadanos respecto al funcionamiento del sistema. 

En ese contexto, el Ministerio Público tiene hoy una cantidad de recursos e infraestructura dedicada –asistemáticamente- a absorber parte de la demanda generada por la atención de usuarios vía telefónica, cercana al 20%. Todo ello con un costo altísimo, siendo factible implementar un sistema único a nivel país, con estándares homogéneos de atención y que, de paso, permite optimizar recursos producto de las economías de escala que se generan.

a) Objetivo

Contar con un sistema de comunicación telefónica eficiente y oportuno, que permita entregar información de interés, bajo estándares de calidad y seguridad a nuestras víctimas y testigos de manera homogénea a  nivel nacional.

b) Descripción del proyecto
El servicio de call center tiene como objetivo entregar información de las causas a víctimas y testigos que la soliciten, siendo un elemento central en la orientación que se les entrega, permitiendo también pesquisar situaciones de riesgo a tiempo (Violencia intrafamiliar, delitos sexuales, casos complejos de protección). Su acción acercará al Ministerio Público a sus usuarios y sus necesidades, entregando un canal de información que incentive la participación en las causas, a través de la respuesta rápida y oportuna a sus requerimientos a través del teléfono.

Dentro de este marco, se considera el funcionamiento de una plataforma telefónica con cobertura nacional, en oficinas arrendadas, dotadas de la infraestructura física y tecnológica necesaria para la prestación de este servicio, con un horario de funcionamiento de lunes a viernes de 09:00 a 18:30  Hrs.
c) Proyección de llamados y tiempos involucrados
Llamada desde el Usuario a la Fiscalía (Call Center)

Para la estimación de la duración de un ciclo de atención telefónica de este tipo, debe tenerse en cuenta las siguientes definiciones:

· Tiempo de espera: Es el tiempo que un usuario debe esperar para que sea contestada su llamada por un agente call center.

· Correo electrónico a controller: Existen requerimientos realizados al call center que exceden la posibilidad de respuesta directa por parte de los agentes telefónicos. En estos casos, el agente call center debe generar un correo electrónico con el requerimiento dirigido a un funcionario de la fiscalía local, denominado “controller”, quien es responsable de dar respuesta al mismo. Este correo debe contener información sobre el usuario, el caso y el requerimiento.

· Recepción y análisis respuesta controller: Implica la recepción y análisis de la respuesta enviada por el controller al requerimiento realizado previamente por el agente call center a partir de la solicitud del usuario.

· Contacto con usuario para informar respuesta: Es el contacto telefónico con el usuario que realiza el agente call center una vez recibida la respuesta vía mail enviada por el controller de la fiscalía local, con la finalidad de informarle sobre la respuesta entregada a su requerimiento.

Luego, de acuerdo a las definiciones precedentes, podemos establecer las siguientes estimaciones:

Cuadro N°22
Estimación de tiempos involucrados por llamada a Call Center

(duración ciclo de contacto con usuario)
	Actividad
	Tiempo
	Probabilidad

	Tiempo ponderado

	Duración promedio de llamada

	03:39 min.
	1,0
	03:39 

	Tiempo de espera
	00:20 seg.
	1,0
	00:20 

	Correo electrónico a controller FL
	02:40 min.
	0,5
	01:20 

	Recepción y análisis respuesta controller
	02:40 min.
	0,5
	01:20 

	Contacto con usuario para informar respuesta
	03:20 min.
	0,5
	01:40 

	Duración total ciclo atención por usuario
	08:19 


Asimismo, tomando como base los antecedentes de la Fiscalía Regional Metropolitana Occidente, se tiene una tasa de ingreso de 290 llamadas/hora (556.800 llamadas al año). En virtud de lo anterior, se puede establecer que la demanda anual de tiempo de atención en Call Center es:

	N° de llamadas
	x  Duración ciclo atención
	=  Demanda anual de tiempo de atención

	556.800
	x          08,32 minutos
	=                77.209,6 horas


Llamada desde la Fiscalía al Usuario (Contact Center)

De forma análoga a las estimaciones asociadas a Call Center, para el cálculo de las llamadas salientes de un Contact Center se tienen las siguientes estimaciones:

Cuadro N°23
Estimación de tiempos involucrados por llamada a Contact Center

(duración ciclo de contacto con usuario)
	Actividad
	Tiempo
	Probabilidad
	Tiempo ponderado

	1er intento contacto
	00:30 seg.
	1,0
	00:30 

	2º intento contacto
	00:30 seg.
	0,5
	00:15 

	3er intento contacto
	00:30 seg.
	0,2
	00:06 

	Conversación con usuario
	02:30 min.
	1,0
	02:30 

	Duración total ciclo de contacto con usuario
	03:21 


Luego, la demanda anual de tiempo de contacto es:

	N° de llamadas
	x  Duración ciclo contacto
	=  Demanda anual de tiempo de contacto

	900.000
	x          03,35 minutos
	=                50.250 horas


En consecuencia, la demanda anual de tiempo para una plataforma Call Contact Center del Ministerio Público es de 127.429 horas.

d) Productividad de un Ejecutivo de Call Contact Center

La capacidad de trabajo por ejecutivo (atendedor de call center) es igual a 1.930,9 horas/año, según se detalla a continuación:

	Tiempo Nominal Año

(52 semanas)

	Tiempo Disponible

(47 semanas)
	Reserva

(Vacaciones, feriados, administrativos)

(5 semanas)

	Tiempo Operativo

(1.930,9 hrs.)
	Tiempos Descanso

(137,1 hrs.)
	


e) Dotación (Ejecutivos, Supervisores y administrador)
Según se detalló precedentemente, se tiene que la demanda anual de tiempo para un Call Contact Center del Ministerio Público es de 127.429 horas y la capacidad de trabajo por ejecutivo es igual a 1.930,9 horas/año. En consecuencia, la dotación requerida de ejecutivos asciende a 66 funcionarios. Todos ellos deben operar bajo la supervisión de 3 supervisores con un perfil profesional de Abogado y 1 administrador general de plataforma de profesión asociada a la gestión y/o administración.

Además, se realizó el cálculo del costo que significa reclutar, seleccionar y capacitar a todo los funcionarios.

f) Criterios para la estimación de Costos

La estructura de costos asociadas a la implementación inicial y operación en régimen de un Call Contact Center del Ministerio Público, establece –entre otros ítemes- los siguientes conceptos y criterios:

· Remuneración equivalente a un administrativo grado XVII para el caso del Ejecutivo, grado XI del estamento profesional en el caso de los Supervisores (profesión Abogado) y grado IX del estamento profesional para el Administrador General (profesional de la gestión)

· Costos asociados al reclutamiento, selección y capacitación de los ejecutivos.

· Costos Operacionales (gastos generales, luz, agua, gas, gastos comunes, sistemas de seguridad, guardias, aseo, materiales de oficina, insumos computacionales, etc.)

· Inversión tecnológica básica (enlace y software para plataforma telefónica)

· Posicionamiento e imagen corporativa: Campaña de difusión y uso de la plataforma de atención (impresión de documentos, material de apoyo).
3.6.3 Estructura de Costos

La estructura de costos asociada al Call-Contact-Center (C3) es el siguiente:

Cuadro N°24
Estructura de Costos

(Factor: Plataforma Integrada Call-Contact-Center)

($)

Cuadro N°25

 Estructura de Costos

(Factor: Call-Contact-Center (C3))

(Miles de $)


3.7 Control de Suspensión Condicional  del Procedimiento
3.7.1 Antecedentes
Desde una perspectiva teórica, la instalación de las “salidas alternativas” pretende generar modalidades de solución al conflicto penal que aborden de manera más satisfactoria los intereses de las personas involucradas en un caso, en especial las víctimas o los civilmente afectados por el delito”
.  
Destaca en el diseño del actual modelo de justicia criminal la instauración de las denominadas “salidas alternativas”, que integran la “suspensión condicional del procedimiento” (Art.237 a 240 y 246 del CPP) y los “acuerdos reparatorios” (Art. 241 a 245 y 246 del CPP)
, instituciones procesales que constituyen una innovación en el derecho chileno. Sobre este punto el Mensaje del proyecto del Código Procesal Penal  indica que “una de las ventajas de esta solución dice relación con la oportunidad de la medida, pues su decisión temprana evita los efectos estigmatizantes del procedimiento y la eventual prisión preventiva para quien, finalmente, se hará acreedor a una medida no privativa de libertad destinada a su reinserción social. La otra ventaja es que su aplicación no requiere de aceptación de culpabilidad ni de su declaración por parte del juez. En consecuencia, de cumplir con las condiciones en el plazo estipulado, el imputado se reincorporará en plenitud  a la vida social, sin que pese sobre su futuro el antecedente de una condena penal”. 

Para efectos del presente proyecto y sin perjuicio de las gestiones que realice un fiscal en el marco del respectivo caso penal,  interesa destacar que: 

· Conforme al Art. 238 letra f) CPP, se puede fijar como condición que debe cumplir un imputado la de “acudir periódicamente ante el Ministerio Público y, en su caso, acreditar el cumplimiento de las demás condiciones impuestas”. 

· Conforme al Art. 238 letra g) CPP “Fijar domicilio e informar al Ministerio Público de cualquier cambio del mismo”.
· Conforme al Art. 246 del CPP, “El Ministerio Público llevará un registro en el cual dejará constancia de los casos en que se decretare la suspensión condicional del procedimiento o se aprobare un acuerdo reparatorio.
· El registro tendrá por objeto verificar que el imputado cumpla las condiciones que el juez impusiere al disponer la suspensión condicional del procedimiento, o reúna los requisitos necesarios para acogerse, en su caso, a una nueva suspensión condicional o acuerdo reparatorio. 
· El registro será reservado, sin perjuicio del derecho de la víctima de conocer la información relativa al imputado”.
3.7.2 Justificación y dotación 

En el marco de las definiciones legales precedentes resulta pertinente, que el Ministerio Público equilibre los objetivos de la suspensión condicional del procedimiento respecto del imputado
 -“para aquellos casos en que se evalúa que las condiciones impuestas ofrecen una mejor respuesta estatal”
- y las pretensiones de la víctima, evitando que se genere, en ellas, una sensación de indefensión, abandono o impunidad, al percibir que el imputado incumple la  condición impuesta y no hay un costo evidente  para el imputado o bien carece de información oportuna, que le permita satisfacer sus cuestionamientos sobre la eficacia de la sanción penal.  

Respeto del imputado el énfasis del proyecto es el control y relación de la  víctima es la entrega de información oportuna y veraz, recopilada por medio del control.   

· Control

La suspensión condicional incide fuertemente en la operación jurídica del Ministerio Público, tanto en el índice de solución de conflictos penales como en la atención que se debe brindar a los usuarios del sistema. En efecto, la suspensión condicional representa algo menos de un tercio de las salidas judiciales que aplica el Ministerio Público. En concreto, en el período enero/diciembre 2008, las suspensiones representaron el 33,8% del total de las salidas judiciales.  

De conformidad a las normas expuestas, corresponde al Ministerio Público contribuir activamente en el control de las condiciones indicadas en el Art. 238 letra f) y g). Las demás condiciones contempladas en el Art.238 CPP, no pueden ser vinculadas a una actividad específica del Ministerio Público, ello sin perjuicio de la obligación de mantener un registro de todas las condiciones  impuestas en el marco de una suspensión condicional (Art.246 CPP) 

Las condiciones singularizadas precedentemente representan, en conjunto, el 41,7% del total de las condiciones impuestas durante el año 2008. Correspondiendo a la letra f) el 16,6%  y a la letra g) el 35,5 %. En total, ambas causales legales acumularon durante el año 2008: 132.775 condiciones.  

Complementariamente, conforme al Art. 246 CPP nuestra Institución debe mantener un registro con objeto de verificar que el imputado cumpla las condiciones que el juez impusiere al disponer la suspensión condicional del procedimiento, o reúna los requisitos necesarios para acogerse, en su caso, a una nueva suspensión condicional. 

El control y registro de las condiciones  y su grado de cumplimiento es un desafío institucional que debe involucrar a todas las fiscalías locales y regionales del país, razón por la cual es necesario contar con un soporte  organizacional que asegure el cumplimiento sistemático y homogéneo de las normas legales involucradas, cuestión que permitirá dotar de eficacia a la herramienta procesal de la suspensión condicional, entendida como una innovación normativa orientada a racionalizar la intervención del sistema penal en la comunidad, con todos los beneficios que el legislador ha tenido en cuenta al regularla en el actual Código Procesal Penal. 

Además, organizar un único sistema de control sobre el registro y el cumplimiento de las condiciones permitirá a los fiscales adoptar decisiones jurídicas oportunas (Ej. revocación de la suspensión)  que inciden positivamente en los intereses de la víctima y de la comunidad en general (credibilidad del sistema). 

· Información a la comunidad y las víctimas

Contar con un adecuado control y seguimiento del registro y cumplimiento de las  condiciones impuestas permitirá disponer de un repositorio oficial de información, el cual debe servir de apoyo para el trabajo interno y la entrega de información a las víctimas y a la comunidad en general. 

El cumplimiento de una condición impuesta en el marco de una suspensión condicional del procedimiento no sólo interesa al Ministerio Público y Tribunales, también incumbe a la víctima, quien tiene derecho a conocer si el imputado efectivamente cumplió la condición a la que estaba afecto. Respecto de este punto se debe destacar que el Art. 246 del CPP, en su parte final, señala que el registro que debe mantener el Ministerio Público será reservado, sin perjuicio del derecho de la víctima de conocer la información relativa al imputado”.
Mantener informada a la víctima permite dotar de eficacia a las resoluciones judiciales y disminuir la brecha existente entre la pretensión de los usuarios y la actividad que desarrolla el sistema penal, generado confianza entre ambas partes.    

En definitiva, el sistema penal debe lograr que la víctima de un delito cuente con la certeza que el imputado sometido a una suspensión condicional cumplirá íntegramente las condiciones impuestas, porque, de lo contrario, la suspensión condicional podrá ser revocada. 

· Planteamiento de la solución 
Desde la perspectiva del control de las condiciones que se pueden fijar para una suspensión condicional del procedimiento, resulta indispensable contar con recursos humanos y tecnológicos que permitan establecer de manera más oportuna y eficiente el grado de cumplimiento o incumplimiento de las condiciones decretadas, particularmente, el seguimiento de la condición indicada en la letra f) (firma del imputado ante el Ministerio Público) y g) del Art. 238 del CPP. 

La implementación de un plan de acción debe considerar los ámbitos complementarios de control, orientado a establecer el grado de cumplimiento de las suspensiones y el de entrega de información a la víctima. 

Establecer un adecuado modelo de control y consulta permitirá entregar información de manera oportuna, con un bajo costo operativo y facilitará a las víctimas acceso a la información.  

· Descripción de las vías de solución: Control 

Con el objeto de abordar adecuadamente el control (registro) y seguimiento del cumplimiento de las condiciones establecidas al decretar una suspensión condicional, se estima conveniente generar “equipos de control” en las fiscalías locales que presenten el mayor volumen de suspensiones condicionales. 

El equipo de control tendrá por objeto efectuar un seguimiento de los  registros de cumplimiento de las condiciones encomendadas al Ministerio Público (Letra f) y g) del  Art. 238 CPP) y mantener actualizado el Registro dispuesto en el Art. 246 del CPP.
Atendido que las tareas de control y seguimiento conducen, regularmente, a la toma de decisiones jurídicas de alto impacto en los casos penales, los equipos deben contar en promedio con un abogado asistente y dos funcionarios que operen como soporte administrativo por Fiscalía Regional. El profesional abogado deberá comunicar y proponer vías de acción al fiscal del caso respectivo. 

Sin perjuicio de lo anterior, por economías de escala que puedan generarse a nivel de la Región Metropolitana, la dotación total requerida para este proyecto es de 19 Abogados y 30 Administradores.

· Descripción de las vías de solución: Información a la víctima y su vinculación a Call Contact Center

Como complemento necesario al control más eficiente se dispondrá de números únicos de información a las víctimas de manera que ellas puedan monitorear su caso y percibir que el sistema efectivamente está preocupado de atender su caso y sancionar al imputado. 

En concreto, toda víctima e interviniente podrá requerir información sobre el estado de cumplimiento de la condición impuesta al imputado. 

La implementación de esta iniciativa se debe coordinar con el proyecto de Call Contact Center, el cual prestará servicios de apoyo al Control de la Suspensión Condicional, es decir, la información se genera en los equipos de control y será consultada por víctimas en un sistema único de consultas vía telefónica, evitándose así la dispersión de medios y números de contacto con víctimas  e intervinientes. 


CONTROL

REGISTRO                 ENTREGA DE INFORMACIÓN 
· Difusión del modelo de consulta

El éxito del modelo de consulta depende de su nivel de uso. Por ello, la forma y momento en que se informa el modelo de consulta es determinante. El número único de consulta debe ser informado, en cada fiscalía, a las víctimas vinculadas a causas suspendidas por medio de un díptico. Además, se debe informar con un aviso en la sala de espera de cada Fiscalía Local. 

3.7.3 Estructura de Costos

La estructura de costos del proyecto asociado al Control de la Suspensión Condicional del Procedimiento es el siguiente:

Cuadro N°26
 Estructura de Costos

(Factor: Control de la Suspensión Condicional del Procedimiento)

(Miles de $)


Esta estructurar de costos permitirá disponer de cobertura nacional, con equipos de control en todas las regiones del país. 

PROYECTO DE FORTALECIMIENTO 
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ANEXOS
ANEXO N°1

MODELO DE TRAMITACIÓN DE CASOS MENOS COMPLEJOS (TCMC)
El modelo de Tramitación de Casos Menos Complejos (TCMC), en actual etapa de implementación, establece mirar los ingresos ya no por delitos, sino según su complejidad, es decir, según los recursos jurídicos y administrativos necesarios para su adecuado procesamiento.

La idea es consolidar un modelo eficiente de tramitación de casos, fijar criterios funcionales y operativos, generar competencias de tramitación asociadas a la complejidad de los casos y establecer condiciones que permitan evaluar en igualdad de condiciones la gestión de las fiscalías locales.

Los casos menos complejos representan aproximadamente el 80% de las causas que ingresan a las fiscalías locales y, por definición, son todos aquéllos que, conforme a la evaluación inicial de los antecedentes disponibles, tienen alta probabilidad de concluir a través de una salida facultativa o una sentencia en requerimiento monitorio. La evaluación inicial de los antecedentes disponibles, es uno de los elementos más distintivos de TCMC, ya que, bajo un enfoque de calidad, debe ser realizada por un fiscal adjunto, encargado asimismo del debido sustento jurídico que requiere la decisión. Pero la tramitación de casos menos complejos, dado que se deben ejecutar un número limitado de gestiones estandarizables, es asumida por funcionarios con determinados perfiles, distintos a un abogado asistente o Fiscal. Luego de esos análisis, se puede mejorar la gestión, diferenciando rápidamente las causas en que no se puedan obtener antecedentes conducentes para su esclarecimiento, de aquéllas en que es posible una salida jurídica de mejor calidad para las víctimas.

Otro de los elementos más significativos del TCMC es la definición de criterios de asignación específicos, como el término probable y la existencia de diligencias preponderantemente administrativas. Para la etapa de tramitación, se propone la creación de subequipos de trabajo, los cuales podrán ser identificados en el sistema informático de apoyo a los fiscales (SAF), con el objetivo de lograr un adecuado seguimiento de la gestión de casos. Entre los beneficios que se pueden alcanzar, están la claridad organizacional y delimitación de responsabilidades, regulación de la jornada laboral, menor número de casos vigentes y mejorar la calidad de los términos aplicados.

Las estructuras orgánicas de las Fiscalías Locales, establecidas como necesarias para la aplicabilidad de esta segmentación por complejidad, son las siguientes:

ORGANIGRAMA DE FISCALÍA LOCAL, SUSTENTADA EN COMPLEJIDAD DE CASOS
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En base a lo anterior, la implementación de estos criterios de complejidad definen la formación de equipos compuestos por personal administrativo, técnicos jurídicos, y en menor medida por fiscales, reorientando la carga de trabajo de éstos hacia la tramitación de causas más complejas, precisamente la fuente del déficit por las diversas actividades que demanda la participación exclusiva de ellos (audiencias, instrucciones a las policías, investigación, etc.).

ANEXO N°2

FUNCIÓN DE PRODUCCIÓN y MODELO DE DOTACIÓN PARA EL MINISTERIO PÚBLICO

CEAL -PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE VALPARAÍSO
Desde el año 1997 al 2007, el Ministerio Público, a través de la División de Estudios, ha desarrollado cuatro modelos, los cuales en función de evidencia empírica han ido mejorando progresivamente el grado de complejidad de las variables consideradas al momento de modelar y por ende las estimaciones de dotación que entrega, siendo el último el desarrollado por el Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL) de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, denominado “Desarrollo de una Función de Producción y Modelo de Dotación para el Ministerio Público”. La ventaja que presenta este modelo sobre los anteriores, es que permite determinar a través de un software, y en base a la carga de trabajo por función y complejidad de los casos, la dotación que se requiere frente a diferentes escenarios.

Modelo de Carga de Trabajo Fiscalías (CEAL)

Este modelo se sustenta en una serie de supuestos mediante los cuales se estableció un modelo matemático que, a partir de las cargas de trabajo que enfrentan las fiscalías locales, permite definir la dotación óptima de fiscales y funcionarios de las fiscalías del Ministerio Público.

Los supuestos  básicos considerados en el modelo son:

1. El proceso de tramitación de una causa realizado por el Ministerio Público puede ser descrito como una secuencia de actividades básicas, cuyas probabilidades de ocurrencia dependen de características propias del caso, como por ejemplo el tipo de delito, la existencia o no de imputado conocido, la flagrancia, la pena asignada por la ley al delito, etc.

2. Dado que algunas de estas actividades básicas pueden ser desarrolladas por distintos estamentos adscritos a las diversas clasificaciones de “perfiles-funcionarios” (los cuales serán explicados más adelante), su ejecución puede ser atribuida a más de un determinado perfil, lo que en la práctica implica atribuir una proporción que indique cuándo la ejecución de la actividad estará a cargo de uno u otro perfil, de acuerdo a la normativa vigente en cuanto a la asignación de responsabilidades. 

3. Es posible agrupar las actividades por perfil funcionario y por grado de complejidad de las mismas, entendida como el tiempo requerido para realizarla, de manera que estas agrupaciones contengan actividades cuyos tiempos de ejecución sean relativamente homogéneos. 

4. El registro de actividades de persecución penal realizados en el Sistema de Apoyo a fiscales (SAF) permite identificar las actividades realizadas por los diferentes “perfiles- funcionarios”  y su repetición en un periodo de dos años.

Metodología Modelo de Carga de Trabajo Fiscalías (CEAL)

Para efectos de este modelo de simulación, la actividad de persecución penal del Ministerio Público, fue entendida como una serie de procesos que se activan para responder a una demanda, la cual se genera principalmente con la recepción de una denuncia, las que se relacionan con la ocurrencia de un hecho que reviste características de un potencial ilícito penal, cuyos rasgos principales condicionan en gran medida la tramitación de la causa que se genera a partir de la denuncia.

Por lo tanto, partiendo del supuesto que los procesos de tramitación de las causas pueden ser descritos como una secuencia de actividades cuya ejecución consumirá tiempo de los funcionarios de una fiscalía local, la carga de trabajo de un funcionario que participa en la tramitación de una causa puede ser expresada como la suma del tiempo consumido en la realización de las actividades asociadas a la tramitación de este delito en particular. En base a lo anterior, la siguiente expresión enmarca el concepto de carga de trabajo para la tramitación de una causa cualquiera.

CT = ∑A FA * T A

Donde

CT
= Carga de trabajo generada o asociada a la tramitación de una causa

FA 
= Cantidad de veces que se espera sea realizada la actividad A, dada la entrada de un delito

TA 
= Tiempo consumido por el funcionario en la realización de la actividad A 

Ahora bien, desde el punto de vista de la configuración del proceso de tramitación, resulta razonable utilizar un mecanismo de clasificación de los ingresos que permita acotar la variabilidad de este proceso. En este sentido, agruparlos en función del par “delito denunciado” y el “término” permitiría que cada categoría corresponda a procesos productivos cuyas secuencias de actividades sean relativamente similares. En efecto, la serie de actividades que configuran el proceso de tramitación de un crimen que desemboca en un término judicial no corresponde al de una falta que es archivada provisionalmente.

Por otro lado, las actividades realizadas durante la tramitación de una causa son ejecutadas directamente por funcionarios que, desempeñando un determinado rol dentro de las fiscalías locales, pueden haber sido contratados en diversos estamentos, cargos y grados. Por esta razón, resulta necesario contar con una clasificación de los funcionarios que permita relacionarlos con las actividades que estos realizan. Esta clasificación consistió en la definición de “puestos de trabajo”, llamados “perfiles- funcionarios”, los que son asociados a la realización exclusiva de ciertas actividades, independiente de las características particulares del cargo de quienes ejecutan estas actividades en las fiscalías locales. 

Dado lo anterior se definieron seis “perfiles – funcionarios”, los cuales desde la perspectiva de la naturaleza de las actividades que realizan, pueden ser divididos en dos áreas: el área jurídica y el grupo de apoyo a la tramitación de las causas. El área jurídica se compone de aquellos puestos de trabajo cuya participación se concentra en las actividades propias de la conducción y desarrollo de los procesos de persecución penal de las causas que tramitan las fiscalías locales. A continuación se describen los perfiles funcionarios que configuran este equipo.

ÁREA JURÍDICA
· Fiscal. Es a quien son asignadas las causas (principalmente las complejas y de alta complejidad) que se manejan al interior del Ministerio Público, lo que implica que todas las actividades que se realizan en el marco del proceso de persecución penal para las causas a él asignadas son de su responsabilidad, las ejecute o no directamente. No obstante lo anterior, pueden ser atribuibles al Fiscal todas aquellas actividades de naturaleza legal con un alto grado de complejidad jurídica, tal como las relacionadas con el proceso de toma de decisiones respecto de la tramitación de una causa, la redacción de escritos que requieran fundamentos jurídicos complejos o la participación presencial en audiencias.

· Ayudante de Fiscal. Tal como su nombre lo indica, es quien apoya al Fiscal en la tramitación de las causas mediante la realización de ciertas actividades de naturaleza legal de mediana complejidad, de tal forma de permitir que el Fiscal dedique su tiempo en aquellas actividades que realmente necesiten de su competencia. 

· Gestor Jurídico. Se hace cargo, básicamente, de todas aquellas actividades concernientes a la tramitación de las causas que tengan que ver con la gestión jurídica de la misma, pero que son de mediana complejidad y/o estándar, de tal forma de permitirle tanto al Fiscal como a su Ayudante que desarrollen las actividades en las que sean realmente necesarios. Además, debe mantener actualizada la tramitación de casos en el sistema SAF, registrando las diligencias e hitos acontecidos en las audiencias.

Para que el área jurídica pueda desarrollar su función en la tramitación de las causas, es necesaria la realización de ciertas actividades de apoyo. Estas labores son desempeñadas por un grupo adicional de perfiles, los que conforman el grupo de apoyo a la tramitación de causas. A continuación se describen los perfiles funcionarios que conforman este grupo.

ÁREAS DE APOYO

· Digitador. Es el responsable de ingresar los datos asociados a las denuncias que se reciben en la fiscalía, labor que incluye verificar la consistencia y suficiencia de la información contenida; además de crear físicamente la carpeta de la causa. A su vez, también es responsable de la digitalización de la información contenida en las carpetas. 

· Custodio de Especies. Es el encargado de gestionar la evidencia. Esto incluye recibir e ingresar las especies al sistema, llevar el registro de sus movimientos y de la línea de custodia asociada a ellos, la mantención física de la evidencia mientras la causa a la que pertenece se encuentra vigente, así como la eliminación de la especie de acuerdo a las instrucciones determinadas por el Fiscal y reglamentación vigente.

· Atención de Público. Encargado de la recepción en el mesón de la fiscalía, atención de consultas simples (sean o no referidas a alguna causa en particular), atención presencial, atención telefónica, recepción de los partes de denuncias, entre otras actividades.

Criterios de Simulación Modelo de Carga de Trabajo Fiscalías (CEAL)

Dado que el modelo fue desarrollado en el contexto del estudio realizado durante el año 2007, utilizando los datos asociados a los años 2005 -2007, se debió realizar la actualización de la información acorde a las nuevas definiciones institucionales y modelos de operación, esto es se mantuvieron los supuestos matemáticos del modelo, pero incorporando los lineamientos explicitados en el Plan Estratégico del Ministerio Público (2009-2015). En consecuencia, y desde el punto de vista de procesamiento de información, se modificaron básicamente los siguientes datos:

· Demanda por par delito-término, considerando aquellos casos ingresados y terminados durante el período comprendido entre los años 2007-2008

· Estado de delitos en SAF, acorde al año 2008

· Fiscalías locales y regiones 

· Asignación de actividades por perfil,  según el criterio de tramitación por complejidad

Asignación de demanda y Actividades en el Modelo de Carga de Trabajo Fiscalías (CEAL)

Para efectos que el modelo de carga de trabajo pueda entregar información lo más ajustada a la realidad de la operación de las fiscalías locales, se trabajó la base de datos en función de la complejidad de los delitos principalmente en complejos y menos complejos. Para lo cual se realizó una segmentación de la demanda por delito-término, junto con la diferenciación en la participación de las actividades asociadas a los perfiles; esto acorde al criterio de tramitación según complejidad.

Para el caso de la demanda correspondiente al par delito-término, se consideraron aquellos casos registrados en SAF durante el período comprendido entre el 2007 y 2008, dando un total de 2.429.727, especificado por Fiscalía Local. Lo anterior segmentado según complejidad queda distribuido para los casos menos complejos un total de 1.749.771, complejos 677.197 y de alta complejidad 2.759.

Las consideraciones principales para la segmentación responden a que los casos que son tramitados bajo el concepto de Tramitación de Casos Menos Complejos, son aquellos donde las gestiones que se deben realizar son preponderantemente administrativas, es decir, requieren fuertemente del apoyo técnico y de profesionales que no sean abogados, sustentado en el uso de formularios estándar y  acciones susceptibles de tramitación masiva. 

De conformidad al análisis estadístico de estos últimos años, se puede observar que  aproximadamente el 71% de los términos aplicados por todas las Fiscalías Locales del Ministerio Público, se concentran, mayoritariamente, en el Archivo Provisional, Principio de Oportunidad, Facultad de No Iniciar Investigación y Sentencias en Procedimiento Monitorio. Según los antecedentes, en la medida que existe un porcentaje significativo de salidas facultativas y procedimientos monitorios aplicados por los equipos especializados (integrados por fiscales y abogados asistentes), los tiempos de tramitación aumentan y por otra parte se constata que, si la asignación a unidades de tramitación de casos menos complejos aumenta, los tiempos de tramitación para aplicar salidas facultativas tienden a disminuir. 

Acorde con lo anterior, se asignaron en la base de datos del modelo para la tramitación de casos menos complejos, aquellas actividades que tienen preferentemente un fuerte componente de gestión administrativa y que están asociadas a los casos que tienen salidas facultativas y monitorios, siendo su ponderación mayor para los perfiles de: gestor-Jurídico y administrativo, y bajo para fiscales y Abogados Asistentes.

Por otra parte aquellas actividades más relacionadas con los equipos especializados, es decir, asociadas a la tramitación compleja y de alta complejidad, que tienen un carácter más jurídico se han asignado en la base de datos con un ponderador más alto para los perfiles de Fiscal y Abogado Asistente. Cabe hacer presente que los casos que se tramitan al interior de los equipos especializados representan aproximadamente el 20% de los casos y el complemento tienen una tramitación menos compleja. 

En base a lo señalado anteriormente se realizó la simulación, bajo los criterios de complejidad, obteniéndose los  resultados que se muestran a continuación:

Cuadro N°1
Dotación requerida, según complejidad
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complejosTotal general

 Fiscal Simulada 

660138798

 Ayu. Fiscal Simulada

418319737

 Gestor Simulada 

238601839

 Digitador Simulada 

118216334

 Custodio Simulada 

121130251

Atención Público Simulada 

121145266

 TOTAL

167615493225


En base a lo anterior, para poder determinar la brecha existente entre la situación actual y la situación simulada, se debieron establecer consideraciones generales para asimilar los cargos definidos en las bases de datos de la División de Recursos Humanos y los perfiles del Modelo de Carga, el cual utiliza los siguientes perfiles: 

· Fiscal, 

· Ayudante de Fiscal, 

· Gestor Jurídico, 

· Digitador, 

· Custodio y 

· Atención de Público.

Las bases de datos de Recursos Humanos presentan una gran variedad de cargos, por lo cual se debió agrupar ciertos cargos en un mismo grupo el cual se asimila a uno de los perfiles del Modelo de Carga de Trabajo. En el siguiente cuadro se muestran las agrupaciones que se realizaron:

Cuadro N°2
Agrupación de cargos según perfiles del modelo

	Perfil Modelo de Carga
	Cargos Base de Datos de la División de Recursos Humanos

	Fiscal
	100% de los Fiscales Adjuntos y Fiscales Jefes

	Ayudante de Fiscal
	100% de los Abogados Ayudantes

	Gestor Jurídico

 

 
	100% de los Técnicos Jurídicos

50% de las Secretarias

50% de los Administrativos

	Digitador

 
	25% de las Secretarias

25% de los Administrativos

	Custodio
	100% de los Custodios

	Atención de Público

 
	25% de las Secretarias

25% de los Administrativos


Es decir, si se observa el perfil Gestor Jurídico, se asimiló a este perfil, todos los cargos que en la base de datos de Recursos Humanos estuvieran asociados a Técnicos Jurídicos, así también se consideraron la mitad de los cargos asociados a Secretarias y la mitad de los cargos asociados a Administrativos.

Asimismo, en la base de datos de Recursos Humanos, se consideró que un cuarto de las Secretarias y un cuarto de los Administrativos, se asimilaron al perfil de Digitador.

Por otro lado, en lo que respecta a las dotaciones de oficinas en regiones, dichas dotaciones, utilizando los mismos criterios antes descritos sobre los perfiles, se han asimilado a sus respectivas fiscalías locales. Mientras que, en lo referente a las fiscalías de la Región Metropolitana, se han utilizado para la distribución de los cargos en las fiscalías los criterios asociados a la organización de las fiscalías locales, a saber:

· FRM-Oriente: El Centro de Operaciones Compartidas (C.O.C.) se distribuye entre las otras Fiscalías Locales de la FRM-Oriente, según el ingreso de causas del año
.

· FRM-Centro Norte: Se agrupan la Unidad de Gestión Administrativa (UGA) y las Fiscalías Especializadas de la FRM-Centro Norte. La Fiscalía Local de Colina se mantiene igual. 

· FRM-Sur: Se agrupan la Unidad de Servicios y las Fiscalías Especializadas de la FRM-Sur. La Fiscalía Local de Puente Alto se mantiene igual. 

· FRM-Occidente: Se mantienen las fiscalías locales.

En este contexto la dotación actual queda distribuida según los perfiles del Modelo de carga de Trabajo según la tabla siguiente:
Cuadro N°3
Dotación Actual según perfiles

[image: image13.emf]PERFILES

Dotacion 

actual

  Fiscal 

647

  Ayu.fiscal  

374

 Gestor 

737

 Digitador  

242

 Custodio 

39

 Atención Público

227

TOTAL

2266


En base a la información anterior es posible establecer la brecha existente, la cual corresponde a un 42% de dotación adicional respecto de la situación actual.

Cuadro N°4
Brecha de Dotación Actual según perfiles

Mediante ciertos aspectos del Modelo de Carga de trabajo es posible establecer la relación existente entre  la dotación estimada por el modelo y los ítems o líneas de acciones considerados en el “Proyecto de Fortalecimiento Institucional”, 

En específico los principales aspectos de relacionamiento son los siguientes:

· Demanda:
Para la estimación de la dotación requerida por el Modelo de carga, se consideró la  demanda por par delito-termino, es decir la relación de casos ingresados y terminados en el período comprendido desde el 2007 al 2008, obteniendo un valor que permite satisfacer el volumen de requerimientos de servicios de las fiscalías locales. Esta variable es posible relacionarla de forma directa con el ítem de ajuste de dotación y de forma transversal con los proyectos de la fiscalía de tramitación de causas altamente complejas, atención a víctimas testigos, call-contact center y control SCP, pues mediante éstos se busca satisfacer la demanda de servicios específicos en las fiscalías, los cuales tienen relación directa con el número de ingresos de casos.

· Actividades asociadas a la tramitación de causas: 

Estas corresponden a un conjunto de labores específicas asociadas a la tramitación de un caso las cuales son asignadas, según ciertos ponderadores, a los diversos perfiles. Dentro de estas actividades, en forma general se considera: la atención telefónica y atención presencial, mediante las cuales se puede establecer cierto grado de relación con los ítems de Call-Contact Center y modelo de atención a víctimas y testigos. Cabe destacar que el modelo no permite establecer mayor especificidad respecto al tipo de atención telefónica y presencial dada por los perfiles.

· Perfiles:
El modelo de carga considera seis perfiles los cuales pueden ser asimilados a los establecidos en el “Proyecto de Fortalecimiento Institucional”, exceptuando aquel definido como “profesionales”, pues éstos para efectos del modelo no intervienen directamente en actividades asociadas con la tramitación en fiscalías locales.
ANEXO N°3

FISCALÍA SUPRATERRITORIAL DE CRIMINALIDAD ALTAMENTE COMPLEJA


a) Grupo de trabajo. 

Para determinar la estructura y dotación básica de una fiscalía especial dedicada a perseguir la criminalidad compleja al interior del Ministerio Público, se constituyó un grupo de trabajo integrado por las siguientes unidades y divisiones de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público:

· Unidad Especializada Anticorrupción (UNAC)

· Unidad Especializada en Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado (ULDDECO)

· División de Administración y Finanzas 

· División de Recursos Humanos. 

b) Líneas de acción. 

Las líneas propuestas contenidas en el documento de trabajo “Creación de Una Fiscalía Especial de Criminalidad Compleja Ministerio Público De Chile”, son las siguientes, que permiten la materialización del proyecto en dos etapas. 

Primera etapa: 
a) Estructura orgánica y dependencia de esta Fiscalía Especial. 
b) Competencia: tipos de delitos que debería investigar. 
Segunda etapa: 
Busca definir aspectos sustantivos: Facultades de investigación. Secreto Bancario – Privilegios Procesales – Medidas Intrusivas – Investigación de Oficio. 

c) Estructura orgánica. 

Se ha buscado definir, en este punto, dos aspectos. 

· Carga de trabajo de la Fiscalía de Criminalidad Compleja.
· Planta de fiscales y funcionarios. (En relación al punto anterior)

Carga de Trabajo. 
Considera:

i. Número de ingresos por especialidad correspondiente a la fiscalía especial.

ii. Costos de las investigaciones
iii. Proyección de los ingresos conforme al incremento anual registrado
i. Número de ingresos por especialidad correspondiente a la fiscalía especial.

· Se definió la competencia de esta Fiscalía: causas de corrupción calificación IAP (investigación de alta prioridad), lavado de dinero y crimen organizado calificación IAP, investigaciones por la Ley de Seguridad Interior del Estado 
· Considera número de ingresos por especialidad hasta el 31 de marzo de 2009. 
· Se deja un margen al Fiscal Nacional para asignar competencia a esta Fiscalía en causas que no correspondan a estas categorías, pensando en casos complejos de delitos económicos (v.gr. FERMEX o colusión de las farmacias).
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ii. Costos de las investigaciones

Para efectos de proponer una dotación, también se efectuó una cuantificación preliminar del valor de dos casos representativos de este tipo de investigaciones, en dos especialidades. Ello, en consideración a la extensión de la investigación y del juicio oral, así como por el número y la relevancia de los investigados, entre otros aspectos que los hacen representativos:  
- Caso “Yaupel” por lavado de activos provenientes del narcotráfico.
- Caso “PGE Valparaíso”, por corrupción.
Lo anterior, por cuanto, en este tipo de investigaciones el factor a medir no es la cantidad de causas sino el cualitativo, lo que, de algún modo, puede apreciarse en los costos asociados (por ejemplo, horas hombre) y que permitiría ser reducida si es que se adopta la institucionalidad coherente con su mejor persecución penal.

Los aspectos anteriores se trabajaron directamente con las fiscalías regionales involucradas.

iii. Proyección de los ingresos conforme al incremento anual registrado

La proyección se ha realizado sobre la base del total de ingresos en las especialidades involucradas, esto es: Corrupción, lavado de dinero, crimen organizado y delitos económicos, según información de las unidades especializadas respectivas, por datos extraídos del sistema de apoyo a fiscales:

Planta de fiscales y funcionarios. 

La propuesta se efectúa sobre la base de los aspectos anteriores: 

· Cantidad de causas de competencia de esta Fiscalía

· Complejidad de las mismas, medida en costos asociados

· Proyección de un modelo de gestión basado en investigaciones trabajadas en equipo interdisciplinario y evitando la radicación en un solo fiscal.

Al respecto se hace presente que el último cuadro, en ningún caso, corresponde a un organigrama de la fiscalía sino sólo al número de funcionarios que se estima como indispensable para el funcionamiento de la misma. 


Dotación propuesta


ANEXO N°4

CALL CONTACT CENTER – ESTIMACIÓN DE COSTOS POR TRÁFICO DE LLAMADAS
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Call

(556.8000 Llamadas Ingresadas) Recepción estándar Regiones (50%) 2784003,655050.808.000

Recepción estándar RM (50%) 2784003,6500

50.808.000

Contact

0

(556.8000 Llamadas Ingresadas) Devolución llamada de Call Regiones (25%) 1392003,334018.560.000

Devolución llamada de Call RM (25%) 1392003,333013.920.000

(900.000 Llamadas Ingresadas) Contacto a Regiones (50%) 4500002,54045.000.000

Contacto a RM (50%) 9000002,53067.500.000

144.980.000

TOTAL195.788.000

ANEXO: ESTIMACIÓN POR TRÁFICO DE LLAMADAS
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Fiscal Coordinador:	  	  1


Administrador		  	  1


Fiscales:			24


Asistente de Fiscales:		10


Gestores:		  	  8 


Analistas:			18


Técnicos:		  	  9	


Soporte Administrativo:		11


Otros:		 	 1


TOTAL FUNCIONARIOS      	83
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�	“Documento de la comisión nombrada para revisar y evaluar la marcha y funcionamiento del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal”, Diciembre 2003, Pág. 13.


�	Con respecto a la criminalidad organizada, se debe tener en cuenta que ésta normalmente no se ciñe a los límites territoriales o regionales y ello, sin perjuicio de la facultad que tienen los Fiscales Adjuntos para realizar diligencias en todo el territorio nacional.


�  Como ejemplo: a) Experiencias realizadas en la Fiscalía Metropolitana Centro Norte denominada “ Focos delictuales”, año 2007.


b) Caso “Robo Alambres de Cobre”. Fiscalía Metropolitana Occidente.


�	Art. 21 LOC Ministerio Público.


� A modo ejemplar, la ley 19.617 de 12.07.1999; ley 19.927, de 14.01.2004; la ley 20.009 de 01.04.2005; la ley 20.066 de 07.10.2005; la ley 20.084 de 07.12.2005 y la ley 20.149 de 23.01.2007.


� Estudio “Modelo de carga de trabajo Fiscalías” desarrollado durante el año 2007, el cual, a través de una función de producción, determina la dotación del Ministerio Público. 


�	En este mismo orden de consideraciones, se debe tener presente que el Poder Ejecutivo y Legislativo consideraron, al proponer y discutir el proyecto de Código Procesal Penal, la sobrecarga al sistema como un factor de riesgo. En efecto, la Comisión de la Cámara de Diputados, en Sesión 23ª , de 13 de enero de 1998, hizo presente que “en el Mensaje se pone de relieve que el examen de los problemas del sistema vigente, así como la experiencia comparada, muestran que un factor crítico de éxito durante la etapa de puesta en marcha de la justicia criminal, lo constituye el manejo de grandes volúmenes de casos, cuyos requerimientos suelen exceder las posibilidades de respuesta de los órganos del sistema con sus siempre limitados recursos”. (Pág. 113-114. “Tratado del Proceso Penal y del Juicio Oral” Tomo II. J. Cristóbal Núñez Vásquez- Ed. Jurídica de Chile. 2002).


�	CEAL-UCV: Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso.


�	Si bien la consolidación sistemática de esta política de gestión basada en la complejidad de la tramitación se orienta principalmente durante el año 2009, a fines del 2007 y especialmente en el 2008 las Fiscalías Locales avanzaron en la implementación de modelos de gestión bajo complejidad que, con matices, les han permitido soportar transitoriamente el incremento de ingresos.


� 	El Anexo N°3 establece antecedentes complementarios respecto de este proyecto.


� Blanco Cordero, C.I. Criminalidad organizada y mercados ilegales. En: Eguzkilore: Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, San Sebastián, No. 11- 1997 Pp 213 - 231.





� El Mercurio 1° de abril de 2009.


�	En efecto, y según se corrobora en este documento, la necesidad adicional de fiscales se orienta específicamente a potenciar la tramitación de casos (investigación y gestión en audiencias), labor donde se torna un recurso imprescindible e irremplazable.


�	Téngase presente el diseño asociado a la tramitación de casos menos complejas (TCMC), detallado en el Anexo N°1.


�	A lo largo del presente documento, las estructuras de costos de los diversos proyectos que se presenten, estarán elaborados bajo estos criterios de segmentación: gastos permanentes y gastos transitorios, manteniéndose inalterable los elementos que componen cada uno de estos segmentos.


�	Los Fondos de Aportes Económicos destinados a víctimas y testigos (FAE), son entregados por las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos o las Fiscalías Locales para atención, protección y apoyo a víctimas y testigos, según el “Reglamento de Aportes Económicos”. 


�	Se refiere a la probabilidad asociada a cada llamado de que se requiera la ejecución de la actividad indicada en la fila correspondiente. 


�	Antecedentes del actual sistema de atención telefónico de la Fiscalía Regional Metropolitana Occidente. Información 2008 obtenida del programa de supervisión CCS, corresponde al “tiempo medio de conversación”, esto es, desde que el agente responde el llamado del usuario hasta que finaliza la atención utilizando el Wrpa-up (tiempo disponible después de finalizar una llamada para registrar dicha llamada en el sistema)


�	Mensaje del Ejecutivo, del Nuevo Código Procesal Penal


�	El articulado citado conforma  el Párrafo 6°, denominado “Suspensión condicional del procedimiento y acuerdos reparatorios”, del Titulo I, “Etapa de Investigación”, del Libro Segundo,  “Procedimiento Ordinario”, todos del CPP.   


�	Mensaje del Ejecutivo, del Nuevo Código Procesal Penal: “evita los efectos estigmatizantes del procedimiento y la eventual prisión preventiva para quien, finalmente, se hará acreedor una medida no privativa de libertad destinada a su reinserción social y permitir que, cumplidas las condiciones en el plazo estipulado, el imputado se reincorporare en plenitud a la vida social, sin que pese sobre su futuro el antecedente de una condena penal”


�	Pág. 20 “Documento de la Comisión Nombrada para Revisar y Evaluar la Marcha y Funcionamiento del Nuevo Sistema de Enjuiciamiento Criminal”


� Período considerado para esta distribución: causas ingresadas entre 2007 y 2008.
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